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BORRADOR DE ANTEPROYECTO DE LEY SOBRE EL LIBRE ACCESO Y
EJERCICIO DE LAS ACTIVIDADES DE SERVICIOS

ExPos¡crón oe Molvos

El sector servicios es el sector más importante, tanto de la economía europea como
de la española, en términos económicos y de empleo, y el que ha experimentado un
mayor desarrollo en los últimos años. A esta expansión ha contribuido, sin duda, el
Tratado de la Comunidad Europea, que consagra, ya en 1957, tanto la libertad de
establecimiento como la libertad de circulación de servicios dentro de la Unión.

Sin embargo, tras cinco décadas de Tratado, los avances en estas libertades, se
revelaban insuficientes para alcanzar un autentico mercado único de servicios. La
Directiva 200611231CE, de 28 de diciembre, del Parlamento y del Consejo, relativa a
los servicios en el mercado interior, aprobada en el marco de la estrategia de Lisboa,
viene a solventar esta situación, al garantizar una serie de principios de aplicación
general para el acceso y ejercicío de actividades de servicios dentro de la Unión
eliminando barreras legales y administrativas que actualmente restringen
injustificadamente el desarrollo de estas actividades entre Estados miembros.

El objeto de la presente Ley es incorporar al ordenamiento jurídico español los
principios que establece la citada Directiva. Para ello, la Ley establece como principio
general que el acceso a una actividad de servicios y su ejercício no estará sujetó a
autorización previa, si bien excepcionalmente podrán exigirse autorizaóiones
administrativas cuando esté justificado por razones imperiosal de interés general.
Asimismo, suprime todos los requisitos para el acceso o ejercicio de una actividad de
servicios que resulten injustifícados, sean discriminatorios ó desproporcionados para elfin que persiguen. También se reducen otras cargas administrativas páp los
prestadores de servicios, tales como inscripciones 1n registros, renovación de
autorizaciones y duplicación de trámites innecesarios para ia apertura Oe nr"uót
establecimientos, entre otros.

En segundo lugar, esta Ley implica la simplificación de los trámites a que están sujetos
los prestadores de servicios aprovechando el potencial técnico de las iecnologías áe la
informaciÓn. Con la ventanilla única cualquier ciudadano podrá obtener infoimación yrealizar los trámites necesarios para ta puesta en marcha de una activídad deservicios, tanto si desea establecerse en España como en cuatquíer país del EspacioEconómico Europeo. La ventanilla única incluirá los trámites de todos los niveles delas Administraciones Públicas, no sólo de la Estatal sino también de la Autonómica yLocal, que necesariamente se coordínarán entre sí, para facilitar la tramítación deprocedimientos. obviamente, se excruyen ros tr¿mites qrá, fof ,, naturareza,requieren una comprobación presencial.

Por otra parte, esta Ley incrementa la proteccíón de los derechos de los usuarios delos servicios' No sÓlo garantizando que cualquier usuario de servicios tenga acceso a
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los servicios ofertados por cualquier prestador de la comunidad Europea encondiciones no discriminatorias, sinó. obligbnd; r ior pr"rtadores de servicios a actuarcon transparencía' El prestador estará 
-outigaoo 

a poner a disposición del usuarioinformación sobre sí mismo y sobre las coñd¡ciones de la prestación. También lasAdministracíones Públicas deberán inrormái y;i.i; r los usuarios oe servicios paraque puedan realizar reclamaciones ante laé autoridader .orp"t"ñá. 
"n 

caso delitigios con los prestadores de servicios, inoepeñJientemente del país en que seubiquen.

En consecuencia la modernización_ y simplificación de la regulación del sectorservicios, reduciendo las trabas injustifióaoas o Jérproporcionadas al ejercicio de unaactividad de servicios y proporcionando un entorná-ñ'rar favorable y transparente a losagentes económicos que incentiva la creación de empresas y genera ganancias eneficiencia, productividad y empleo en los seciorevimplicados, además del incrementode la variedad y calidad de los'servicios disporibÉ pJr, 
"rpresas 

y ciudadanos.

La Ley consta de un total de 30 artículos, agrupados en seis capÍtulos, tresdisposiciones adicion.tl."t, un_a disposición trans¡ioriá un¡ca, una disposición derogatoriaúnica y cuatro disposiciones finales.

El capítulo I -"Disposíciones Generates"- concreta el objeto de la Ley, su ámbito deaplicación y define algunos conceptos que son imfortantes para su comprensión.

El objeto de la Ley es establecer las disposiciones necesarias para facilitar la libertadde establecimíento de los prestadores.y la libre prestacíón de servicios, simplificandolos procedimientos y fomentando, al miémo tiempo, un nivel elevado de calidad en losservicios' La Ley se aplica a los servicios qr" ron ofrecidos o jt"rt"oos en territorioespañol por prestadores establecidos en cualquier Estado miembro de la UniónEuropea.

Es importante destacar que.la Ley se refiere únicamente a aquellos servicios que serealizan por una contrapartida eóonómica. Los servicios no económicos de interésgeneral, aquellos que se realizan en ausencia de dicha contrapartida económicai noestán cubiertos por las disposiciones del rratado de la union rüiop., relativas almercado interior, por lo que no están incluidos en el ámbíto oá ápricación de laDirectiva de servicios y consiguíentemente tampoco en er de ra presente Ley.

Asimismo, siguiendo.la Directiva gu9 se transpone, esta Ley no será de aplicacíón a lassíguíentes actividades: los servicios r¡nancüros; loé servicios y redes decomunicaciones electrónicas; los servicios en el ¿mnito oel tiánsporte, incluidos losservicios portuarios; los servicíos de las empresas áe traba¡" ñ¡,;;;t; los serviciossanitarios; los servicíos audiovisuafes, incluidos-iár r"r¡.iós c¡nematográficos, y laradiodifusión; las actividades.de juego, incluidas las loterías; los servícios socialesrelativos a la vivienda social, la atbnc¡ón a los niños y el apoyo a famitias y personastemporal o permanentemente necesitadar p.poi.¡ánáoor cjir"ct" o inoiru.trmente porlas Administraciones púbricas; y ros serviciós de sájui¡o"o privados.
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cabe señalar que la Directiva tampoco se aplica a las actividades vinculadas alejercicio de la autoridad pública. En nuestro oroánmiento juríd¡co áio implica que losactos realizados por fedatarios públicos, así .oro por los iegistradáres mercantiles yde la propiedad, quedan fuera oé su ámbito oe apiicacion.

Por último, en este capítulo I se definen los conceptos necesarios a efectos de laaplicación de esta Ley: <comunícación comercial>, <<profesión reguiada>, <<autoridadcompetente>, <<razón imperiosa 
. 
de 

. 
interés general>, <regimen" áe autorización>,<requisito>, <autorización>, <establecimiento>,-<esiado miem]bro de establecimiento>,<destinatario>, <<prestador>.

Los dos siguíentes capítulos, de conformidad con la Dírectiva de servicios que setranspone, abarcan la regulación de la prÑación de servicios en sus dosmodalidades: con establecimiento y sin establécimíánto. .

Así, las disposiciones det capítulo ll -"Libertad de establecimiento de los prestadoresde servicios"- son de aplicación a todos los casos en que un prestador de cualquierEstado miembro quiera establecerse en España. En primer lugar, el capítulo consagrael principio de libertad de establecimiento ságrin el cuat los prestadores de servicios decualquier Estado miembro podrán establecárse libremente en territorio español paraejercer una actividad de servícios de acuerdo con lo establecido en esta Ley. tJna vezestablecidos, los prestadores de servicios podrán ejercer su actividad en todo elterritorio nacional, sin perjuicio de que para lá apertura de un establecimiento en otraparte delterritorio tengan que obtener una autorización.

Los regímenes de autorización son uno de los trámites más comúnmente aplicados alos prestadores de servicios, constituyendo ,nr restricción a la libertad deestablecimiento' La Ley establece un prinbipio genárat según el cual el acceso a unaactividad de servicios y su ejercicio no estarán-sujetos a un régimen de autorización.Únicamente podrán mantenárse estos regímenes cuando no 
-sean 

discriminatorios,estén justificados por una razón imperiosa áe interés general i ;;; ór;porcionados.

Los procedimientos y trámites para la obtención de las autorizaciones deberán serclaros y darse a conocer con antelación. se ,fri.rüel silencio administrativo positivoa estos procedimientos salvo en los casos en los que, por una razón imperiosa deinterés general, una norma con rango de Ley pr"* la desestimación de la solicitud.

sólo podrá limitarse et número de autorizaciones cuando esté justificado por laescasez de recursos naturates o por motivos técnicos. En estos'."ro, habrá queseguir un procedimiento-.que garantiza ta imfarc¡ál¡ááo y transparencia. A continuaciónla Ley se refiere a la eficaciJ temporal y territorái ¡; las autbriz""ion".. En general,las autorízaciones se concederán por tiempo ¡nJ"tn¡oo y tendrán efecto en todo elterritorio español, salvo en detbrminadós .ár"r. Esto último tendrá efectosestimuladores para ta actividad económic" poicuánto lm limitaciones a la eficaciaterritoríal de las autorizaciones suponen una carga adicional para los prestadores quelimita su movilidad geográfica y crécimiento.

Además de las condiciones anteriores relativas a los procedimientos para la obtención
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de autorizaciones, la Ley impone también obligaciones específicas en cuanto a losprincipios que deben cumplir los requisitor qruiáéulen et 
"t."ro , t* actívidades deservicios y su ejercicio para garantizar qr.'é.tor" resulten menos gravosos para losprestadores de servicios y más pred"cible., y 

- 
oirpon" qr" i"."Ror¡nistracionesPúblicas no podrán exigir que se acredite el-cumplimiento de aquellos requisitos,controles o garantías con finalidad equivalente a la'de los qu" y"-"rté sometido elprestador en otro Estado miembro o en España.

Lo anterior se complementa con la enumeración de una serie de requisitos prohibidos,a cuyo cumplimiento por tanto no puede supeditarse en níngún .r.b el acceso a unaactividad de servicios o su ejercicio. se' tratá de requiéitos- áiscr¡m¡natorios yloexcesívamente restrictivos que deben ser eliminados de tos rejimenás ex¡stentes y noser reintroducidos en elfuturo.

Por último, el capítulo ll recoge determinados requisitos que constituyen obstáculosgraves a la libertad de establecimíento, por lo que deben r"r o" aóiicacion excepcionaly sujetos a una evaluación previa que demu'estre su justificación para el supuestoconcreto de que se trate. Estos requisitos sólo podrán justificáo"'.rrndo no seandiscríminatorios, estén justificados por una razón imperiosa de interés general y seanproporcionados.

El capítulo lll -"Libre prestación de s.ervicios"- pretende suprimir tos obstáculos que seoponen a la libre circulación de los. servicios por parte de los prestadores sinestablecimiento en el Estado miembro donde los prestan.

En 
-primer lugar el capítulo estabtece el principio de libre prestacíón de servicios enterritorio español para los prestadores establecidos en cualquíer Estado miembro. sólopodrá supedítarse el acceso de estos prestadores a una actividad de servÍcios o suejercicio temporalen territorio español ál cumplimiento de requisitos cuando éstos nosean discriminatorios por razón de la nacionali'dad o domicilio social; estén justificadospor razones de orden público, de seguridad pública, de satud públióa o de proteccióndel medio ambiente; y. sean propoicionados. lamo¡en se enumeran determinadosrequisitos cuya imposición se prohíbe expresam"ntá por sus efectos marcadamenterestrictivos sobre la libre prestación de señicios.

!a.be señalar que lo anterior no será. de aplicación a actividades concretas endeterminados sectores regulados (postat, energeticó o oe aguas, entre otros) en losque existen oblígaciones de servicü público v,inlór que parece conveniente que tosprestadores de servicios establecidoi en otíor grt"dos miembros cumptan con losmismos requisitos aplicables a los establecidos en España, así como a las materiasreguladas en Directivas comunitarías que contienen normas más específicas sobre laprestación transfronteriza de servicioi, .oro- la' Direct¡va litzigñ¿e, dirigida afacilitar el ejercicio efectívo de la libre prestación de servicios por los abogados, y eltítulo ll de la Directiva 2oo5t36lcr l'elativa ái iá.onocimiento de cuatificacionesprofesionales.

Asimísmo' convíene destacar que también 
9e. exceptúan las materias que abarca laDirectiva 961 71 del Parlamento Europeo y del consejo, de ro oeá¡ciámore de 1996,sobre el desplazamiento de trabajaoores $;iñ; 

"'i "l 
marco oe uná prestación de
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servícios de manera que a los trabajadores desplazados a otro Estado miembro lesson de aplicación las condiciones áe empleo y irru"¡o establecidas en el Estadomiembro en cuyo territorio se realiza. el trabajo.'Estas condiciones se refieren, entreotras, a períodos máximos de trabajo y riniror-Je descanso, cuantía del salariomínimo o a salud y seguridad en el traba;o.

Lógícamente, el principio de libre prestación de servicios no será obstáculo para que laprestación realizada en territorio español se ajuste a lo dispuesto en la normativaespañola sobre derechos de autor y oeróhos afines, protección de datos,desplazamiento de nacionales de terceros paÍses o sobre la exigencia de intervenciónde un notario' Estas materias, si bien son específicamente enumeradas en la Directivade servicios, no regulan específicamente el acceso o ejercício de actividades deservicios, por lo que no se considera necesaria su inclusión explícita en esta Ley.

La ley también contemp.la..excepciones al principio de libre prestación de servicios deaplicacíón en casos individuales y por motivos relativos a á sáwrioao de losservicios.

El capítulo lV -"simplificación administratíva"- incluye varios preceptos dirigidos a lasimplificación de los procedimientos.

En concreto, las Administracíones Públicas deberán. eliminar los procedimientos ytrámites que no sean necesarios o sustituírlos por alternativar qr" resulten menosgravosas para los prestadores. De igual manera, deberán r."piriür documentos deotros Estados miembros de los que ée desprenda que un requisito exigido en cuestiónestá cumplido, sin poder exigir la presehtación ie documentos oiiginales, copiascompulsadas o traducciones juradas. Además, todos los procedimientos y trámitespodrán realizarse a dístancia y por medios electrónicos, to que reducirá la carga quelos procedimientos suponen tanto para los prestadores de servicios como para lasautoridades públicas.

Adicionalmente se pone en marcha un sístema de una ventanilla única a través de lacual los prestadores podrán llevar a cabo en un único punto, d;i; electrónic a y adistancia, todos los procedimientos y trámites necesarios p"r"'ul ,.."ro y ejercicio deuna actividad de servicios.

El capítulo V -"Política de calidad de los servícios"- incluye las líneas de actuación entorno a las cuales las Administraciones Públicas fomentarán un alto nivel de calidad delos servicíos' Así ,como las obligaciones oe. ros prestadores, tanto respecto a lainformacíón que deben proveer coñ..'o en materia de recramaciones.

Por otra parte, para favorecer el acceso a la información a los destinatarios de losservicios se suprimen las prohíbiciones totales de realizar comunicaciones comercialesen el caso de ras profesíones reguladas t ;a ;ge que ras rímitacíones que seimpongan no sean discriminatoriaJ, estén iustircáJas por una razón imperiosa deinterés general y sean proporcionadas.

Para fínalizar, el.capítulo pretende mejorar la calidad y la oferta de los serviciosofrecidos al eliminar las restricciones no justificadas en materia de actívidades
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multidisciplinares, de modo que no-se podrá obligar a los prestadores de servicios alejercicio de una única actividad de forma 
"r.lu.¡uá, 

bien sea a través de la imposiciónde requisitos que. obliguen a ejercer de forma exclusiva una actividad especifica o querestrinjan elejercicio conjunto o en asocíación de distintas actividades.

El capitulo Vl -"Cooperación adminístrativa para el control efectivo de los prestadores,,-está dirigido a facilitar un-a cooperación éfica, con las autoridades de los Estadosmiembros. Esta cooperación es muy importante 
"n 

L medida ;; qr; 
"i;.i;;;;l;confianza en el marco jurídico y en lá supervisión de otros Estados miembros esnecesaria para la eliminación de trabas a la libre prestación de servicios.

1tí,. este capítulo contiene obligaciones generales de cooperacíón, entre las quedestacan: la cooperación debe realizarsé de manera directa entre autoridadescompetentes; la configuración de la estructura del sistema de cooperación; y lacapacidad de consulta de las autoridades competentes de otros Estados miembros alos registros en los que están inscritos prestadoies de servicios.

Para que la cooperación entre las autoridades competentes de los Estados miembrossea efectiva es necesario que los prestadores fáciliten a sus autoridades toda lainformación necesaria para la supervísión del cumplimiento de la normativa nacional,para lo cual la Ley incluye una serie de obligaciones de información de losprestadores.

Con el fin de garantizar.una supervisión eficaz y una protección adecuada de losdestinatarios de los servicios, la Ley incluy" un ré.anismo de alerta mediante el cualsí las autoridades competentes tienen cbnocÍmiento de actos o circunstancias decarácter grave relatívos a una actividad o a un prestador de servicios que puedan
ocasionar perjuicios graves, informarán inmediatamente a todos los Estados miembros
y a la Comisión Europea.

El capítulo se cierra. con la obligación de las autoridades competentes españolas, asolicitud motivada de las autoridades competentes de otros Estados miembros, decomunicar las medidas disciplinarias y éanciones administrativas firmes en viaadministrativa que se hayan adoptado pbr cualquier autoridad competente española,incluidos los colegios profesionales, respecto al prestado, y quá 'guarden 
relacióndirecta con su actividad comercial o protesional, respetando las normas sobreprotección de datos personales. También se comunicarán las condenas penales ydeclaraciones de concurso culpable.que se hayan dictado respecto al prestador y queguarden relación directa con su actividad comeicial o profesioná|. I

La disposición adicíonal primera establece un sistema electrónico de intercambio deínformación entre las Administraciones. Públicas qu" g"rrntice el cumplimiento de lasobligaciones establecidas en esta Ley. La segunoá, se refíere al sistema de notificacióna la comisión Europea.de proyectoi de nolma" ir" puedan estar afectados por laDirectiva de servicios. La tercera contiene et regimen de infracciones y sancionesaplicable al incumplimiento de las obligaciones od inrormación Je tós 
-prestadores 

deservicíos.

La disposición transitoria única aclara el régimen aplicable a los procedimientos de
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autorización iniciados con anterioridad a la entrada en vigor de la Ley. La disposiciónderogatoria única deja sin vigor cuantas disposiciones de igual o inferior rango seopongan a la misma.

Tal y como expresa la disposición final primera, esta Ley tiene carácter básico y sedicta al amparo de lo establecido en el artículo 14g.1la,'13"y 18" ¡e la Constituciónespañola' La disposición final segunda contíene las habilitaciónes necesarias para eldesarrollo y aplicación de la Léy y establece que las Administraciones públicas
competentes que.incumplan lo dispuesto en la misma, dando lugar a que el Reino de
España sea sancionado por las instituciones europeas, asumiráln, en la parte lr" i"
sea imputable, las responsabilidades que de tal íncumplimiento se hubieren derivado.

legún se expresa en la disposición final tercera, mediante esta Ley se incorpora al
Derecho español la Directiva 20061123/CE. Por último, en virtud de lá disposicibn final
cuarta, la Ley entrará en vigor en el plazo de treinta días a partir del día siguiente al desu publicación excepto lo previsto en los capítulos lV y Vl que entrará en uigor el27 de
diciembre de 2009.

CAPÍTULO I

' Disposiciones Generales

Artículo 1. Objeto. (Artículo l)1

Esta Ley tiene por objeto establecer las disposiciones necesarias para facilitar la
libertad de establecimiento de los prestadores y fa libre prestación de servicios,
simplificando los p.rocedimientos y fomentando, al mismo tiempo, un nivel elevado de
calidad en los servicíos.

Artículo 2. Ámbito de apticación. (Artícuto 2)

1. La presente Ley se- aplica r'lo. r"ricios que se realizan por una contrapartida
económica y que son ofrecidos o prestados en territorio espánol por prestadores
establecidos en cualquier Estado miembro de la unión Europea. ¡-

2. Quedan exceptuados del ámbito de aplicación de esta Ley:

t Entre paréntesis se hace referencia al aÉículo de la Directiva 2006/ 123lcE (Directiva deServicios) que se transpone.
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a) Los servicios financieros.

b) Los servicios y redes de comunicaciones electrónicas, así como los recursos yservicios asociados en lo que se refiere a las mateiür qu" se rigen por la legislaciónsobre comunicaciones electrónícas.

c) Los servicios en el ámbito del transporte, incluidos los servicios portuarios.

d) Los servicios de ras empresas de trabajo temporar.

e) Los servicios sanitarios.

f) Los servicios audiovisuales, incluidos los servicios cinematográficos,
independientemente de su modo de producción, distribución y tiánsmisión; y laradiodifusión.

g) Las actividades de juego, incluidas las loterías, que impliquen apuestas de valor
monetario.

h) Las actividades vincuradas al ejercicio de la autoridad pública.

i) Los servicios sociales relativos a la vivienda social, la atención a los niños y elapoyo a familias y personas temporal o permanentemente necesitadas proviétos
directamente por las Administraciones Públicas o por prestadores privados en lamedida en que dichos servicios se presten en virtud oe aóueroo, conciárto o convenio
con la referida Administracíón.

j) Los servícios de seguridad privados.

3. La presente Ley no se aplicará a la fiscalidad.

Artículo 3. Definiciones.

A los efectos de la presente Ley se entenderá por:

1. <Prestador>>: cualquier persona física con la nacionalidad de un Estado miembroo cualquier persona jurídica o entidad establecida en un Estado miembro de la Unión
Europea, que ofrezca o preste un servicio.

2' <Destinatario>: cualquier persona física o jurídica, que utilice o desee utilizar unservicio.

3. <Estado miembro de establecimiento>: el Estado miembro de la Unión Europea
en cuyo territorio tenga su establecimiento el prestador del servicio.

4. <Establecimiento>: el ejercicio efectivo de una actividad económica noasalariada, gestión de empresas y especialmente de sociedades, por una duraciónindeterminada y por medio de una infraestructura estable a partiro'e'la cual se lleva a
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decisión explícita o implícita de la autoridad
para el acceso a una actividad de servicios o su

6' lRequisíto>: cualquier obligación, prohíbición, condición o límite al acceso oejercicio de una actividad de servr-cios prévistor ón 
"l 

ordenamiento jurídico o en lasnormas de los colegios profesionales.

7 <Régimen de autorización>: cualquier sistema previsto en el ordenamientojurídico o en las normas de los colegios profesionales que contenga el procedimiento,
los requisitos y autorizaciones necesários para el acceso o ejerciciide una actividad deservicios.

B' <Razón imperiosa de interés general>: se consideran, además de las que sepudieran reconocer como tal en la juiisprudencia de la Corte'furop"" de Justicia, lassiguientes: el orden qy.btjco, la seguiidad pública, Ia protección civil, la salud pública, lapreservación del equilibrio financiero del régimen de'seguridad social, la proiección delos consumidores, de los destinatarios de sJrvicios y de i-os trabajadorás, las exigencias
de la buena fe en las transacciones comerciales, la lucha contra'el fraude, la protección
del medio ambiente y del entorno urbano, la sanidad animal, la propiedad intelectual eindustrial, la conservación del patrimonio histórico y artístico n".ionál y-tos ob¡etivos dela política social y cultural.

9' <Autoridad competente>: cualquier organismo o entidad que lleve a cabo elcontrol o la regulación de las actividades de Jervicios y, en particular, las autoridades
administrativas y los colegios profesionales.

10. <Profesión regulada>: la actividad o conjunto de actividades profesionales, cuyoacceso, ejercicio o una de las modalidades de ejercicio estén suboráinados de manera
directa o índirecta a la posesión de determinadas cualificaciones protesionates.

11' <Comunicación comercial>>: cualquier forma de comunicación destinadapromocionar, directa o indirectamente, bienes, servicios o la imagen de una empresa,
organización o persona con una activídad comercial, industrial o ift"r"nrl o que 

'ejerza
una profesión regulada.

CAPíTULO il (CAP. ilt D|RECT|VA)

Libertad de establecimiento de los prestadores de servicios

Artículo 4. Libertad de estabtecimienfo. (Artículo 9.3)

1' Los prestadores de servicios de cualquier Estado miembro podrán establecerse
libremente en territorio. español para ejerce, una activioao ¿e serv¡ólor, o" acuerdo conlo establecido en esta Ley.

cabo efectivamente la prestación de servicios

5. <Autorización>>: cualquier
competente que sea necesaria
ejercicio.
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2' cualquier prestador establecido en España que ejerza legalmente una actividadde servicios podrá acceder a dicha actividad'ó e;ercertá en tod-o el territorio nacional,sin perjuicio de que para la apertura de un estáblecimiento resulte de aplicación lodispuesto en el presente capítulb.

3' Lo dispuesto en este capítulo se aplicará a los regímenes de autorización para elacceso y ejercicio de una actividad de servicios, excepto en aquellos aspectosexpresamente previstos en la normativa comunitaria de ta que traitan causa.

Artículo 5. Regímenes de autorización. (Articuro 9)

El acceso a una actividad de. servicios y su ejercicio no estarán sujetos a unrégimen de autorización. Excepcionalmentel poorá establecerse un régimen deautorización cuando concurran las siguientes coni¡cíones:

a) No discrimjnación: que el régimen de autorización no resulte discriminatorio nidirecta ni indirectamente en función de la nacionalidad o, por io que se refiere asociedades, del domicilio social:

b) Necesidad: que el régímen de autorización esté justificado por una razónimperiosa de interés general y;

c) Proporcionalidad: que dicho régimen sea el instrumento adecuado paragarantizar la consecución del objetivo que se persigue y no váya mas allá de lonecesario para conseguirlo y que no se pueda'sustituir por otrás medidas menosrestrictivas que permitan obtener el mismo iesultado.

Artículo 6. Procedimientos de autorización. (Artículo 13)

1' Los procedimientos y trámites para la obtención de las autorizaciones deberánser claros e inequívocos, objetivos, transparentes, proporcionados al objetivo de interésgeneral y darse a conocer con anteiación. En todo caso deberán r"rp"tri-i*disposiciones recogidas en el rítulo vl de r1 rey 3ol1gg2, de 26 de noviembre, deRégimen Jurídico de las Administraciones Públtas y procedimiento AdministrativoComún.

2' Al vencimiento del plazo máxímo sin haberse notificado resolución expresa a losinteresados, éstos podrán entender estimadas por silencio administrativo sussolicitudes en los términos previstos en el ;,1'"rlo 43 de la Ley 30t1gg2, de 26 denoviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones públicas y del procedimiento
Admínistrativo Común. Únicamente podrá entenderse desestimada la solicitud en loscasos en los que, por una razón imperiosa de interés general, así lo prevea una normacon rango de Ley.

Artículo 7. Limitación ar número de autorizaciones. (Artícuro l2)
1' sólo podrá limitarse el nÚmero de autorizaciones cuando esté justificado por laescasez de recursos naturares o por motivos técnicos.
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2' Cuando el número de autorizaciones disponibles esté limitado, se aplicará unprocedimiento de selección que garantice los prin.ipior oe punticiJ"o-, irp"rcialidad ytransparencia en el procedímiento.

3' La autorización que se conceda tendrá una duración limitada y adecuada enfunción de las características del. servicio v nó áar¿ tugar a un procedimiento derenovación automática ni conllevará, una vez-extinguida la-autorizacién, ningún tipo deventaja para el prestador, o personas especialmenté vinculadas con é1,

Artículo 8. Eficacia temporal y territoriat de ta autorización. (Artículos 1 1 y 10.41

1' Con carácter general las autorizacíones se otorgarán por tiempo indefinido. Sólose podrá limitar la duración de la autorización cuando:

a) La autorización se renueve automátícamente;

b) el número de autorizaciones disponibles sea limitado de acuerdo con el artículoanterior o;

c) pueda justificarse por ta existencia de una razón imperiosa de interés general.

Sin perjuicio de lo anterior, podrá imponerse un plazo máximo a contar desde elotorgamiento de la autorización dentro del cual el prestador deba iniciar efectivamente
su actividad.

2' La autorizacíón permitirá al prestador accede r a la actividad de servicios oejercerla en la totalidad del territorio español, incluso mediante el establecimiento desucursales' No obstante, podrán exigirse autorizaciones individuales para cadaestablecimiento o con efícacia limitada a una parte específica del territorio, cuandoexista una razón imperiosa de interés general que así lo jüstifique.

Artículo 9. Principios apticabtes
autorización. (Articulo 10 y 2J,2)

a /os requisitos de /os regímenes de

1' Las Administraciones Públicas no.,podrán exigir que se acredite el cumplimientode aquellos requisítos, controles o garantías con t¡naioad equivatente á t, o" los que yaesté sometído el prestador en otro Estado miembro á en Espana.

2' Todos los requisitos que supediten el acceso a una actividad de servicios o suejercicio deberán:

a) No ser discriminatorios.

b) Estar justificados por una razón imperiosa de interés general.

c) ser proporcionados a dicha razón imperiosa de interés generar.

d) Ser claros e inequívocos.
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e) Ser objetivos.

f) Ser hechos públicos con antelación

g) Ser transparentes y accesibles.

Artículo 10. Regur.sitos prohibidos. (Artículo 14)

En ningún caso se supeditará el acceso a una actividad de servicios o su ejercicioal cumplimíento de lo siguiente:

1' Requisitos discriminatorios basados directa o indirectamente en la nacionalidad oel domicilio social; y en particular: requisito de nacionalidad o de residencia para elprestador, su personal, los partícipes en el capital social o los miembros de losórganos de gestión y supervisión.

2' Prohibición de estar establecido en varios Estados miembros o de estar inscritoen los registros o colegios o asociaciones profesionales de varios Estados miembros.

3' Limitaciones de la libertad del prestador para elegir la forma de establecimientoy, especialmente, la obligación de que el prestádor tenga su establecimiento principar
en el territorio español.

4' Condíciones de reciprocidad con otro Estado míembro en el que el prestadortenga ya su establecimiento, con excepción de las previstas en los instrumentoscomunitarios en materia de energía.

5' Requisitos de naturaleza económica, entre otros, los que supediten la concesiónde la autorización a la prueba de la existencia de una necesídad económica o de unademanda en el mercado, a que se evalúen los efectos económicos, posibles o reales,de la actividad o a que se haga una apreciación de si la actividáá se a;usta a losobjetivos de programación económica establecidos por la autoridad competente.

6' lntervención directa o indirecta de competidores, incluso con carácter consultivo,en los actos de trámite destinados a la obtención de una autorización o en el acto deconcesión de la misma por ta autoridad competente, sin perjuicio oe la actuación decolegios profesionales como autoridad competente. rstá pion¡oi.ion se extiende aorganismos como las cámaras de comercio y a los interloiutores sociales en lo queconcierne al otorgamiento de autorizaciones ind¡viduales

7' oblígación de que ta constitución de garantías financieras o la suscripción de unseguro deban realizarse con un prestadoi u orjanismo estable.ioo 
"n 

el territorioespañol.

8' obligación de haber estado inscrito con carácter previo durante un períododeterminado en los registros de prestadores existentes en et terr¡torió español o de
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haber ejercido previamente la actividad durante un período determinado en dichoterritorio.

Artículo 11. Reqursrfos de apticación excepcionalsu¡efos a evaluación previa.(Artículo lS)

1' No se podrá supeditar el acceso a una actividad de servicíos o su ejercicio a:

a) Restricciones cuantitativas. o territoríales y, concretamente, límites fijados enfunción de la población o de una distancia g"ojr"ri"" mínima entre frestadores.

b) Requísitos.que ob.liguen al prestador a constituirse adoptando una determinadaforma jurídica; así como la obligación de constituirse como entidad sin ánimo de lucro.

c) Requisítos,relativos a la participación en el capital de una sociedad; en concretola obligación de disponer de un capiial mínimo prrá d"t.rminadas actividades o teneruna cualificación específica para poseer el capital social o gestionar determinadassociedades.

d) Requisitos distintos de los exigidos para el acceso a las profesiones reguladasque reserven el acceso a una actividad de servicios a una serie de preJtaOoies
concretos debido a la índole específica de la actividad.

e) La prohibición de disponer de varios establecimientos en el territorio español.

f) Requisitos relativos a la composicíón de la plantilla, tales como la obligación detener un nÚmero mínimo de empleados; ya sea en el total de la plantilla o en categoríasconcretas.

g) Restricciones a la libertad de precios, tales como tarifas mínimas y/o máximas, olimitacíones a los descuentos.

h) la oblígación del prestador de realizar, junto con su servicio, otros servicios
específicos.

2' No obstante, excepcionalmente, se podrá supeditar el acceso a una actividad deservicios o a su ejercicio..al cumplimiento. de alglno de los requisitos del apartadoanterior cuando no sean discriminatorios, ni directá ni indirectar"nté, án función de lanacíonalidad o del domicilio social, en el caso de personas jurídicas; estén justificados
por una razón imperiosa de interés general; y sean proporcionados.

GAP|TULO ilt (cAP. tV D|RECT|VA)

Libre prestación de servicios

Artículo 12. Libre prestación de seruicios. (Artículo i6)

1' Los prestadores establecidos en cualquier Estado miembro podrán prestar
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servicios en territorio español en régim."l d" líbre prestación sin más limitaciones quelas establecidas de acuerdo con ro pievisto en esta Ley.

2' Sólo podrá supeditarse el acceso de estos prestadores a una activÍdad deservicios o su ejercicio temporal en territorio esfanól al cumplimiento de requisitoscuando no sean discriminatorios por razón de la nacionalidad o domicilio social; esténjustificados por razones de orden público, de seguiidad pública, de salud pública o deprotección del medio ambiente; y sean proporcioñados.

. 1 En ningún caso, el acceso de estos prestadores a una actividad de servicios o suejercicio temporal en territorio español poOia ser restringido mediantár

a) La obligación de que el prestador esté estabtecido en elterritorio español.

b) La obligación de qye el prestador obtenga una autorización concedida porautoridades españolas, o deba inscribirse en un rágistro o en un cotegio o asociaciónprofesional españoles. Excepcionalmente y sólo eñ el supuesto 
"n 

qr" la prestacióndel servicio implique la utilización de bienes sometidos a dominio público podrácondicionarse el acceso o ejercicio temporal de la actividad de servicios a unaautorización.

c) La prohibición de que el prestador utilice en el territorio español la infraestructura
necesaria para llevar a cabo las correspondientes prestaciones.

d) Exigencias que impidan o limiten la prestación de servicios como trabajador
autónomo.

e) La obligación-. de .que el prestador obtenga de las autoridades españolas undocumento de identificación específico

f) La exigencia de requisitos sobre el uso de determinados equipos y material queformen parte integrante de la prestación del servicio, salvo por'rtiiuos de salud yseguridad en el trabajo.

g) Restricciones contempladas en el artículo 16 de esta Ley.

Artículo 13. Excepcíones a ta libre prestación de seruicros. (Artíc ulo 17)

1' Quedan exceptuados de lo dispuesto en el artículo anterior los siguientesservicios:

a) Los servicios de Fcogida, clasificación, transporte y distribución de los envíospostales en el ámbito del servicío postar universal.

b) La generación, el transporte, la distribr¡ción y el suministro de electricidad.

. 
c) El transporte,.la distribución, el suministro, el almacenamiento, la regasificacióny el aprovisionamiento de gas natural.
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d) Los servicios de distribución y suministro de agua y los servicios de aguasresiduales.

e) El tratamiento y la vigirancia y control deltraslado de residuos.

2' El artículo 12 no se aplicará a las siguientes materias, exclusivamente en
aquellos aspectos expresamente previstos por su normativa espeóífica:

a) Las materias que abarca la Directiva 96171/CE del Parlamento Europeo y del
Consejo, de 16 de diciembre de 1996, sobre el desplazamiento de trabajadore,
efectuado en el marco de una prestación de servicios.

b) !a libre prestación de servicios de los abogados, de acuerdo con el Real
Decreto 60711986, de 21 de marzo, de desarro-llo de la Directiva del Consejo de
las Comunidades Europeas de 22 de marzo de 1g77, encaminada a facilitar el
ejercicio efectivo de la libre prestación de servicios de los Abogados.

c) Las exigencias relativas a cualiflgaciones profesionales, que se regirán por el
Título ll de la Directiva 20051361CE del Parlamento Europeb y del Conse;o, de Zde septiembre de 2005, relativa al reconocimiento 

'Oe 
cualificáciones

profesionales y sus normas de transposición.

d) los asuntos cubiertos por la Directiva 2OO6t 431 CE del Parlamento Europeo y
del Consejo,9e 17 de mayo de 2006, relativa a la auditoría legal de las cuentas
anuales y de las cuentas consolídadas.

Artículo 14' Medidas excepcionales por motivos de seguridad. (Artículo 1g)

1. En casos excepcionales, por motivos de seguridad, las autoridades competentes
podrán adoptar, para prestadores concretos, médidas restrictivas de la libertad de
prestación de los servicios.

2. Dichas medidas únicamente podrán adoptarse cuando concurran las siguientes
condiciones:

a) Que la norma en virtud de la que se adopta la medida no haya sido objeto de
armonización comunitaria en el ámbito de seguridad de los servicios.

b) Que la medida ofrezca al destinatario del servicio una protección mayor que la
adoptada por el Estado miembro de establecimiento, o que éste no haya'adoptado
ninguna o sea insuficiente.

c) Que la medida sea proporcionada.

Artículo 15. Procedimiento apticabte para Ia adopción de medidas excepcionales
por motivos de seguridad. (Artículo 35)
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1' Antes de adoptar alguna de. las medídas previstas en el artículo anterior, lasautoridades competentes lolicitarán a las 
"rtbiio"o"s del Estado miembro deestablecimiento, a través del punto oe contacto pilucto en el artíc uto is.z,que adoptemedidas respecto at prestador de que se trate y facilítarán todos los dátos pertinentessobre el servicio en cuestión y sobré ras circunsá;á; der caso.

2' una vez que las autoridades del Estado miembro de establecimiento hayancomunicado las. medidas que hayan adoptado o por qué motivos no han tomadomedida alguna, las autoridades competentes notificaián, 
"n 

,, ."ro, , través del puntode contacto, a la comisión Europea y a las autoridades del Estado miembro deestablecÍmiento su intención de adoptar medidas iú;il;;;

- a) Los motivos por los que considera que las medidas adoptadas o previstas por elEstado miembro de estabrecimiento son inóuficientes.

b) Los motivos por los que co.nsidera que las medidas que prevé adoptar cumplenlas condiciones previstas en el artículo 14.

3' Las medidas únícamente se podrán adoptar una vez transcurridos quince díashábiles a partir de la notifícación prévista 
"n 

ár áóártado anterior.

4' En los c.a?9s en que por motivos de urgencia no pueda aplicarse elprocedimiento establecido en los apartados anteriorei, las auiorioááLr *ó"t""rt*notificarán inmediatamente a través del punto de contacto las medidas adoptadas a lacomisión Europea y al Estado miembro áe establecimiento, indicando los motivos de laurgencía.

5' Las solicitudes de medidas restrictivas por motivos de seguridad requeridas porotros Estados miembros a autoridades compétentes españolas se realiza rán a travésdel punto de contacto.

Artículo 16. Resúrbcrones y discriminaciones prohibidas. (Artículos 19 y 2ol

1' No podrán imponerse a los destinatarios de los. servicios requisitos que restrinjanla utilización de los servicios ofrecidos por un ór".t"dor establecido en otro Estadomiembro.

2' En particular, no podrán imponerse al destinatario de los servicios requisitos queimpliquen:

a) La oblígación de obtener una autorización o de hacer una declaración ante lasautoridades españolas.

b) Limitaciones discriminatorias. en las posibilidades de concesión de ayudas oventajas económicas en función del lugar oé 
"riáül".imiento 

d;i;;;i;dor o det tugarde ejecución de la prestación.

3' Los prestadores de servicios no podrán imponer a los destinatarios requisitos nicondiciones generales de acceso a los servicios que sean discríminatorios por razón de
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GAP|TULO tV (CAPíTULO il)

Simplificación Administrativa

Artículo 17- simprificación de procedimientos. (Artícuros s y g)

1' Las Administraciones Públicas aplicarán principios de simplificaciónadministrativa a todos los procedimientos y trámites aplicables al acceso y ejercicio deuna actividad de servicios. En concreto, Íimitarán la autorización previa'oOiigatoria áaquellos casos en que sea índispensable y eliminarán los trámites innecesarios oexcesivamente complejos y costosos.

2' Asimísmo, a los efectos de ac.reditar el cumplimiento de los requisitos exigidospara el acceso y ejercicio de una actividad de servicios, las Administiaciones públicas
aceptarán los documentos procedentes de otro Estado miembro de los que ,ádesprenda que se cumplen tales requisitos. No se exigirá la presentación dedocumentos originales o copias compuisadas ni traduccionés lurácás, salvo en loscasos previstos por la normativa comunitaria, o justificados p'or Áotivos de ordenpúblico y seguridad.

3' Todos los procedimientos y trámites que supeditan el acceso y ejercicio a unaactividad de servícios se podrán realizar electróníc'amente y a distancia salvo qr" ,"trate de la inspección del lugar o del equipo que se utilizan 
"ñ 

tr pr".iáclón del servicio.

Artículo 18. Ventanilla única. (Artículo 6)

1. Los prestadores podrán realizar, por medio de ventanilla única, todos losprocedimientos y trámites necesarios para el acceso y ejercicio de una actividad deservicios, a través deun único punto, porvía electrónióai adistancia. Se entenderán
incluidas las declaraciones, notificaciones o solicitudes necesar¡ár párr obtener una
autorización, así como las solicitudes de inscripción en registros, listás oficiales, basesde datos o colegios o asociacíones profesionates. A tra-vés de ventanilla única, losprestadores podrán:

a) obtener toda la información y formularios relevantes para el acceso y ejerciciode su actividad.

b) Presentar toda la documentación y solicitudes necesarias.

c) Conocer las resoluciones y resto de comunicaciones de las autoridades
competentes en relación con sus solicitudes

2' Todas las Administraciones Públicas deberán adoptar las medidas necesarias eincorporar en sus respectivos ámbitos las.tecnologías precisai-prrá grrrnlizar elejercicio del derecho reconocido a los prestadores 
"n 

él presente artibulo.

su nacionalidad o lugar de residencia.
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filt"'t|] 
19' Garantías de información a través de ta ventaniila única.(Artícuto 7 y

. . 1' Los prestadores y los destinatarios podrán obtener, a través de la ventanillaúnica y por medios erectrónicos, ra siguiente'ínfárÁación:

a) Los requisitos aplicables a los prestadores establecidos en territorio español, enespecial los relativos a los trámites necesarios pár" ,.."der a las actividades deservicios y ejercerlas, así como los datos de las auioridader .orpát"n1"r.

b) Los medios y condiciones de acceso a los registros y bases de datos públicosrelativos a los prestadores y a los servicios.

c) Las vías de reclamación y los recursos que podrán interponerse en caso delitigio entre las autoridades competentes y et próstador o el destinatario, o entre unprestador y un destínatario, o entre prestadores.

d) Los datos de las asociaciones u organizaciones distintas de las autoridadescompetentes a las que los prestadores o déstínatarios puedan dirigirse para obtenerasistencia.

2' Asimismo, 
:e. facilitará que los prestadores y los destinatarios puedan obtenerpor medios electrónicos y a distancia, en particular a través de las ventanillas únicasde otros Estados miembros, el acceso a:

a) lnformación general sobre los requisitos aplicables en los demás Estadosmiembros al acceso y ejercicio de las actividades y servicios, y en especial, lainformación relacionada con ra protección de los consumidores.

b) lnformación general sobre las vías de recurso disponibles en caso de litigioentre el prestador y el destinatario en otros Estados miembros.

c) Datos de las asociaciones u organizaciones de otros Estados miembros,incluidos los centros de la Red de centrosluropeos de los consumidores, que puedenofrecer a los prestadores o destinatarios asistencia pÉctica.

GAP|TULO V (CAPíTULO V)

Política de calidad de los servicios

Artículo 20. Fomento de ta catidad de /os seryrcios. (Artículos 26 y 37)

Las Administraciones Públicas fomentarán un elevado nivel de la calidad de losservicios. En partícular:

1' lmpulsarán. que los prestadores aseguren de forma voluntaria la calidad de susservicios por medio, entre otros, de los sigui-ientes instiumentos:
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a) La evaluación o certificación de sus actividades por parte de organismosindependientes.

b) La elaboración de su propia etiqueta de calidad o la parlicipación en etiquetasde calidad elaboradas por organizacionés empr"rár¡"1"r o prótesionrlár.

Asimismo, favorecerán la difusión de la información relativa a dichos instrumentos.

2' Fomentarán el desarrollo de la evaluación independiente de la calidad de losseryicios, especialmente por las organizaciones de consumidores y para ellopromoverán la cooperación a nivel comunitario de las organizaciones de consumidorescon las cámaras de comercio y los coregios profesíonaleé.

3' Promoverán. la participación de colegios y organizaciones profesionales en laelaboración a escala comunitaria de códigoj o" óonducta destinados a facilitar la libreprestación de servicios o el establecimienlo de un prestador de otro Estado miembro.

Artículo 21. Obligaciones de información de /os prestadores. (Artícu lo 221

1' Los prestadores de servicios, con la debida antelación, pondrán a disposición delos destinatarios toda la información exigida en el presente artículo de forma clara einequívoca, antes de la celebración del óontrato, o'"n ,u caso, antes de la prestación
del servicío.

2' Los prestadores proporcionarán al destinatario, de forma fácilmente accesible,la información síguiente:

a) Los datos de identidad, forma y régimen jurídico, número de identificación físcaldel prestador, dirección donde tiene su establecimiento, y los datos que permitanponerse rápidamente en contacto con él y en su caso, por víá electrónica.

b) Datos registrales del prestador del servicio.

c) Los datos de la autoridad que, en su caso, haya otorgado la autorización.

d) En las profesiones reguladas, la cualificación profesional y el Estado miembroen el que fue otorgada, así como, en su caso, el colegio prorásional u organismoanálogo en el que esté inscrito el prestador.

e) Las condiciones y cláusulas generales, y las relativas a la legislación yjurisdicción aplicable al contrato.

f) Garantías posventa adicionales a las exigidas por ley.

g) El precio del.servício, cuando esté fijado previamente por el prestador

h) Las princípales características det servicio o servicios que ofrezca.

28/7/2008 19



i) En su caso, el seguro o garantías exigidas, y en particular, los datos del
asegurador y de la cobertura geográfica del seguro.

j) lnformación detallada sobre las características y condiciones para hacer uso de
los medios extrajudiciales de resolución de conflictos óuando estén sujetos a un código
de conducta o sean miembros de alguna organización profesional en los que ée
prevean estos mecanismos.

k) En caso de que el prestador ejerza una actividad sujeta al lVA, el número de
identificación del lVA.

A petición del destinatario, los prestadores pondrán a disposición de aquél la
siguiente información complementaria:

a) Cuando el precio no lo fije previamente el prestador, el precio del servicio o, si
no se puede indicar aqué|, el método para calcularlo; o un presupuesto
suficientemente detallado.

b) En el caso de las profesiones reguladas: referencia a las normas de acceso a la
profesión en el Estado míembro de establecimíento y los medios para acceder a
dichas normas.

c) La información relativa a sus actividades multidisciplinares, posibles conflictos
de interés y las medidas adoptadas para evitarlos. Esta información deberá figurar en
todo documento informativo de los prestadores en el que se presenten dé forma
detallada sus servicios.

d) Los posibles códigos de conducta a que, en su caso, esté sometido el pres-
tador, así como la dirección en que dichos códigos se pueden consultar por vía
electrónica y en qué idiomas están disponibles.

3, Toda la información a que se refieren los apartados anteriores la pondrá el
prestador a disposición del destinatario, en alguna de las formas siguientes:

a) En el lugar de prestación del servicio o de celebración del contrato.

b) Por vía electrónica a través de una dirección facilitada por el prestador.

c) Figurando dicha información en todo documento informativo del prestador que
se facilite al destinatario y en el que se presenten de forma detallada sus servicios.

Artículo 22. Ohligaciones de los prestadores en materia de reclamaciones.
(Artículo 27)

1' Los prestadores pondrán a disposición de los destinatarios un número de
teléfono, una direbción postal, número de fax o dirección de correo electrónico, con el
fin de que éstos puedan dirigir sus reclamaciones o peticiones de información sobre el
servicio prestado.
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2' Asimismo, deberán dar respuesta a las reclamaciones a las que se refiere elpárrafo anterior en el plazo más breve posintá y án cuatquier caso antes de un mesdesde la fecha en que hayan sido formutáOas. ' -'

Articulo 23' comunicaciones comerciales de las profesiones reguladas. (Artículo24l-

1 Se garantiza la libertad de las comunicaciones comerciales en las profesiones
reguladas.

2' No podrán establecerse prohibiciones totales a las comunicaciones comercialesen las profesiones reguladas. Las limitaciones que se puedan imponer no podrán serdiscríminatorias' habrán de estar siempre justificadas por una razón imperiosa deinterés general y serán proporcionadas.

Artículo 24. Actividades muttidisciplinares. (Artículo 2s)

. 1 No se podrá obligar a los prestadores de servicios al ejercicio de una únicaactividad de forma exclusiva, bien sea a través de la imposicón de requisitos queobliguen a ejercer de forma exclusiva una actividad esp'ecífica o qr" restrinjan elejercicio conjunto o en asociación de distintas actividades.

2' No obstante, para garantizar su independencia e imparcialidad, los siguíentesprestadores podrán verse sujetos por Ley a ios requisitos 
" 

qr" ," ,óf¡"r" el apartadoanterior:

a) Las profesiones reguladas,"l-la medida en que sea necesario para garantizar
el cumplimiento de requisitos deontotógicos '-

b) Los prestadores que realicen servicios de certificación, acreditación, controltécnico, pruebas o ensayos.

Cooperación administrativa para el control efectivo de los prestadores

Artículo 25. obligaciones generales de cooperación. (Artículo 2g)

1' Con el fin de garantizar la supervísió_n de los prestadores y de sus servicios, lasAdministraciones 
.Públicas cooperaián a efectos de'información, contiót, inspección einvestigación, entre sí, con las autoridades competentes de los demás Estadosmiembros y con la Comisión Europea.

2' Las relaciones con la comisión Europea previstas en esta Ley se canalizarán através de la Administración General del Est'ado.'

3' Las autoridades competentes españolas y las de cualquier Estado miembro

CAPITULO VI
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podrán consultar en las m¡smas condiciones los registros en los que estén inscritos losprestadores

4' Las solicitudes de información y de reatización de controles, inspecciones einvestigaciones realizadas por las autoiidades competentes españolas con relación alos prestadores establecidos en el territorio de otro Estado miembro o sus serviciosestarán debidamente motivadas. La información obteniáá ;;;püará únicamentepara la finalidad para la que se solicitó.

5' En caso de que. no ,se pudieran atender de forma inmediata las solicitudesrealizadas por las autorídades competentes de otros Estados miembros, lasautorídades competentes españolas to comunicarán a las autoridades solicitantes através del punto de contacto.

6' En los casos en que las autoridades competentes de otro Estado miembro nocumplan con el deber de cooperación, las autbridades espanolas"competentes, através del punto de contacto, ínforma rán al respecto a la Comiiión Europea.

Artículo 26. obligaciones de información de /os prestadores. (Artículos 28.4 yI 1.3)

Sin perjuicio del deber de los prestadores de atender los requerimientos deinformación formulados por las autoridades competentes, deberán informar, a travésde la correspondiente ventanilla única, de los 
""rbior 

que afecten a las condicionesque determinaron el otorgamiento de ra autorización.

Artículo 27 ' su!"yj:i}! le ryrestadores establecidos en territorio español.(Artículos 29, J0 y 15.2.20 párraio)

1' Las autoridades competentes españolas facilitarán la información que lessoliciten las autoridades competentes de otro Estado miembro sobre los prestadoresque estén establecidos en su terrítorio.

2' Las autoridades competentes españolas procederán a las comprobaciones,
inspecciones e investigaciones sobre prestadores'establecidos en su territorio que lessoliciten de manera motivada las autoridades competentes de otro Estad; ;d;;r;;informarán a éstas de los resultados y, cuando proóeda, de las medidas adoptadas.

3' Las autoridades competentes españolas velarán por el cumplimiento de losrequísitos impuestos al prestador establecido en territorio español, aunque el serviciode que se trate se preste o provoque perjuicios en otro Estado miembro.

4' Cuando las autoridades competentes de otro Estado miembro soliciten a lasautoridades competentes españolas.la adopción dá medidas .*."póiónales en casosindividuales por mgtjvog de segurid"g, 
" 

las'que se ietiere el artículo 14, conrelación aun prestador establecido en territorio espaÁol, éstas últimas comprooarán lo antesposible si dicho prestador ejerce sus actividades de forma legal, así como los hechosque dieron lugar a la petición. A través. del punio Je contacto, comun icarán de formainmediata las medidas que han adoptado o previsto o, 
"n 

su caso, los motivos por los
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que no han adoptado medida alguna.

Artículo !!, supe ruisión de presfadores estabtecidos en otro Estado miembro.(Artículo 3l)

1' Las autoridades competentes españolas serán responsables de la supervisiónde la actividad de los prestadores establbcidos en otios Esiados m¡emúros que prestenservicios en territorio español en relación con lor oqu¡ritos sobre la libre prestación deservicios que puedan imponerse con arregro ar artícuro 12.2 y 
"n 

particutar,

a) Tomarán todas las medidas necesarias para garantizar que el prestador respetadichos requisitos;

b) Procederán a realizar las comprobaciones, inspecciones e investigacíonesnecesarías para supervisar el servicio prestado.

2' En relacíón 
. 
con los requisitos distintos a los mencionados en el apartadoanterior, en caso de desplazamiento temporal oe un prestador establecido en otroEstado míembro para prestar un servicio, las autoridades competentes españolasprocederán, a petición motivada de las autoriJades del Estado miembro deestablecimiento, a las comprobaciones, inspecciones e investigaciones que seannecesarias para garantizar la eficacia de la rup"ririón de di;has autoridades yconsideren más adecuadas a talfin. ' -.

3' En todo caso, las autoridades españolas competentes podrán, por propiainiciativa, proceder a comprobaciones, inspbcciones e investigacio;iá; in situ, siempreque sean proporcionadas, no discriminatorias y no estén mo"tivad"r po'. el hecho deque el prestador tenga su establecimiento en otio Estado miembro.

Artículo 29. Mecanismo de aterta. (Artícuros zg.3 y 32)

si las autoridades competentes tuviesen conocimiento de actos o circunstanciasespecíficos de carácter grave relativos a una 
""t¡uioro 

o a un piáriráo, de serviciosque puedan ocasionar perjuicíos graves para la salud o la seguridad de las personas oel medío ambiente en el territoriJ{e la Únion ruropea, informarán inmediatamente atodos los Estados miembros y a la comisión Erññ; a través del punto de contacto.

Artículo 30' Información sobre Ia honorabitidad del prestador. (Artículo 33)

1' A solicitud motivada de las autoridades competentes de otro Estado miembro secomunicarán, respetando las normas 
. 
s.obre protección oe oalos personales, lasmedidas disciplinarias y sanciones administrativás firmes en vía admin¡strativa que sehayan adoptado por cualquier autoridro corp"i"nie erpanola, incluidos los colegiosprofesionales, respecto at prestador y que guarden relación directa con su actividadcomercial o profesional' También- se Jomun¡""r¿n las .oná"nm penales ydeclaraciones de concurso culpable. gye.se hayan díctado- respecto al prestador y queguarden relación directa con su actividad.orér.irio profesional, precisando si son o

fi:rt#fft 
y, en su caso, los recursos interpuertor v ú plazos para'la-resolución de los
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2' La autoridad competente española comunicará al prestador que tal informaciónha sido suministrada a una autoridád competeniá J" otro Estado miembro.

Disposición adicional primera. lntercambio electronico de información. (Artículo34l-

Las Administraciones púbricas dispondrán de unintercambio de información entre eilas que gaiantice
obligaciones establecidas en esta ley.

Disposición adicional segun da. lnclusión de otros trámites en la ventanilla única

La ventanilla única podrá incorporar trámites no incluidos en el ámbito de aplicaciónde.esta Ley, entre ellos los que se realizan ante la Alencia Estatal de la AdministraciónTributaria y la Tesorería General de la seguridao soJiat.

sistema electrónico
el cumplimiento de

de
las

Disposición adicional tercera. Notificación a ta comisión Europea. (Artícul o 15.7)

El órgano administrativo competente comunicará al Ministerio de AsuntosExteriores y de cooperación, antes d9 su aprobación y en los iérminos que seestablezcan reglamentariamente, cualquier proyecto legal, reglamentario oadministrativo en el que se prevean requisitos oel a'paúado 1 oeiarticulo 11, motivandosu compatibilidad con los criterios del apartaoo z oel artículo ii,-p^r^ su posteriornotificación a la Comisión Europea.

Disposición adicionar cuarta . Régimen de infraccíones y sanciones.

En caso de incumplimiento de tas obligaciones de información de los prestadores
de servicios recogida?. 9n esta ley,sg gn¡cá1á_el régimen de infracciones y sancionesprevisto en el Título lV del Libro ldel Real Decreio Legislativo 1 /2007, de 16 denoviembre, por le que se aprueba el texto refundido de la iey General para ta Defensade los Consumidores y Usuarios.

Disposición transitoria única . Régimen transitorio.

1' Los procedimientos de autorizaciones iniciados con anterioridad a la entrada envigor de la presente Ley se tramitarán y resolverán por ta normativa vigente en elmomento de la solicitud.

2' En tanto no se apruebe el desarrollo reglamentario a que se refiere la disposiciónadicional segunda, referida a las notificaciónes a la com¡sión Europea, éstas serealizarán a través de la secretaría de Estado de Asuntos Europeos.

Disposición derogatoria únic a. Derogación normativa.

Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o inferior rango se opongan a loestablecido en esta Ley.
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Disposición final primera. Títuto competencial.

.. 1'. gg9 ley, que tiene carácter básíco, se dicta al amparo de lo estabtecido en elartículo 149.1 la, 13a y 18" de la constitucibn española.

Disposición final segunda. Habititación normativa y cumprimiento.

. 1 Corresponde a las Administraciones Públicas competentes, en su respectivo
ámbito territorial, aprobar las normas de desarrollo y ejecución de esta Ley.

2' Se autoriza al Gobierno para que dicte las disposiciones reglamentarias
necesarias para. el desarrollo y aplicación de esta Ley. Én particular, el Gobiernodesarrollará reglamentariamente lo dispuesto en la diiposición adicional segunda,
referida a las notificaciones a la Comísión Europea.

3' Las Administraciones Públicas competentes que, en el ejercicio de sus
competencias, incumplieran lo dispuesto en esta Ley o en el oer"t¡o óárrr¡trr¡"
afectado, dando lugar a que el Reino de España sea óancionado por las instituciones
europeas asumirán, 9n 19 parte que le sea imputable, las responrábilidades que de talincumplimiento se hubieran derivado. En el procedimiento de imputáción de
responsabilidad que se tramite se garantizará, en todo caso, la audiencia de la
Administración afectada, pudiendo compensarse el importe que se determine.on .rrgo
a las transferencias financieras que la misma reciba.

Disposición final tercera. lncorporación de derecho comunitario.

Mediante esta ley se incorpora al Derecho español la Directiva 2006/ 123lCE, del
Parlamento Europeo y del Consejo, de 12 de dicieóbre de 2006, relativa a los servicios
en el mercado interior.

Disposición final cuarta. Entrada en vigor.

La presente ley entrará en vigor en el plazo de treinta días a partir del día siguiente
al de su publicación^exc_epto lo previsto en los capítulos lV y Vl que entrará en iigor el
27 de diciembre de 2009.
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SOBRE EL BORRADOR DEL ANTEPROYECTO DE

LEY DE SERVICIOS PROFESIONALES

De la información que disponemos se desprende que:

I.- Justificación que Ia Administración da a la propuesta legal de reforma.

- El sector de los servicios profesionales se caracterizapor la existencia de "reservas
de actividad" (sólo quien posee una determinada cualificación pueden prestar
determinados servicios).

Las reservas se justifican porque en algunos casos los usuarios de los servicios
profesionales podrían no ser capaces de identificar la capacidad del profesional que
contrata. Algun Ministerio considera que esta asimetría informativa es
particularmente preocupante si el profesional ofrece servicios a consumidores
finales, en lugar de empresas. En estos casos consideran conveniente que el Estado
garantice que el profesional tiene unos conocimientos mínimos que le permiten
desarrollar la actividad.

Consideran que esta regulación no es eficiente y es necesario proceder a una nueva
regulación que reordene el mapa de reservas de actividad y las obligaciones de
colegiación de acuerdo con los principios de necesidad y proporcionaHdád.

Las razones de fondo que esgrimen para llevar a cabo la reforma de la regulación
son:

- La excesiva regulación de las actividades profesionales en España: Existen
unas 192 profesiones reguladas, de las que más de una quinta parte sólo están
reguladas en España y más de dos tercios en menos de seis países de la UE.

- Se trata de una regulación obsoleta porque en ocasiones data del siglo XIX o
principios del XX y conflictiva, hay muchas sentencias del Tribunal Supremo
que ponen de manifiesto esta conflictividad entre los profesionales por atribuirse
las reservas de actividad y repartirse el mercado, lo que paralizi la actividad
económica hasta que se agota la vía judicial.

- Se trata de una regulación caótica: Actualmente existen Colegios Profesionales
de pertenencia obligatoria, voluntaria, que recaen sobre actividades profesionales
reguladas, tituladas o libres, sin que obedezcan a unos criterios racionales de
regulación.

- y por último, se trata de un sector relevante para la economía española: Sólo
las profesiones colegiadas suponen entorno al tr9o6 del pIB lel 30% del
empleo universitario), y esta reforma se dirige a un colectivo más amplio, el de
todas las actividades profesionales, colegiadas o no.



El impacto esperado:

- Con la reforma propuesta consideran que se generaría más competencia en el
sector de los servicios profesionales a través de dos vías (reducir las barreras
de entrada a la actividad y las obligaciones de colegiación y reducir las
restricciones de ejercicio) y mejoraría la competitividad de la economía
española.

- Consideran que esta reforma global del sector de servicios profesionales
generaría a largo plazo un impacto positivo en el PIB potencial equivalente a un
crecimiento del0,7oA.

II.- Obietivos de la reforma propuesta.

El Anteproyecto de Ley de Servicios Profesionales se articula en torno a tres ejes:

- Establecer un nuevo marco regulador que extienda los principios de buena
regulación. Se concreta en un principio general de libertad de acceso y
ejercicio de todas las profesiones. Solo Como excepción podrían establecerse
restricciones de acceso "reservas de actividad" de acuerdo con los principios
de necesidad, proporcionalidad y no discriminación. Todo ello lleva a una
reordenación del mapa de reservas de actividad y obligaciones de colegiación,
con drásticas reducciones en ambos casos.

- Reforzar la protección de consumidores y usuarios.

- Continuar el impulso de modernización de los colegios profesionales.

En base a esta información, el nuevo marco regulador seria:

Principio general de libertad de acceso y ejercicio en todas las
profesiones. Las restricciones de acceso basadas en cualificación deberán
establecerse sólo en casos muy justificados y proporcionados. Este principio
general viene acompañado del de habilitación única, según el cual quien
haya accedido a una actividad profesional cumpliendo los requisitos de
acceso basados en una cualificación legalmente previstos en su CCAA,
puede ejercer esa actividad en todo el territorio nacional.

Parece que, como excepción al principio general, sólo podrán crearse
"profesiones reguladas" (reserva de actividad) en los siguientes casos:

¡
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Reservas ligadas a un título académico concreto
(Profesiones tituladas): sólo podrán crearse por ley estatal,
cuando esté justificado por motivos de interés general y sea
proporcionado.

Profesiones con obligación de colegiación: son un
subconjunto de las anteriores, en las que además de un título
se exige la colegiación obligatoria. Sólo podrá establecerse
por Ley estatal cuando existan motivos de interés público
relacionados con el instrumento idóneo para el control de
los profesionales.

Las demás restricciones al acceso basadas en la exigencia de
una formación o capacitación, pero que no están asociadas a
la posesión de un título universitario o de FP superior
concreto (carnets profesionales, superar cursos de formación
de un mínimo de horas o exigencias de un nivel académico
general, entre otras muchas) sólo pueden establecerse por
Ley (autonómica o estatal) cuando existan motivos de
interés general y resulte proporcionado.

El ejercicio de las profesiones también es libre. Sólo podrá restringirse
cuando así lo disponga expresamente una norrna (Ley o Reglamento, estatal
o autonómico) de acuerdo con criterios de necesidad, proporcionalidad y
con sujeción ala normativa de competencia.

Según la Administración, el nuevo marco contiene medidas de mejora para la
protección de los consumidores y usuarios de los servicios. Son puntos críticos en su
reforma propuesta:

en que la colegiación no sea obligatoria, pero sea necesario mantener
un control sobre los profesionales habilitados.

administrativa: Se definen nuevas infracciones administrativas nor
el eiercicio profesional irregular, lo que, según la propuesta,
cubriría un vacío que hasta el momento dificulta acttar contra
quienes no se colegian aunque estén obligados a hacerlo.

III. Contenidos de la reforma propuesta.

Las líneas generales respecto a las reservas de actividad y las obligaciones de
colegiación por profesiones parece que son:

1. Modificar el marco regulatorio general de los servicios profesiones sobre los 3

ejes antes descritos.
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2. Ajustar con rigor el ámbito de las reservas de actividad a los criterios de
necesidad y proporcionalidad.

3. Ajustar con rigor el ámbito de las obligaciones de colegiación a los criterios de
necesidad y proporcionalidad y respaldar el modelo ya existente de coexistencia
de colegios voluntarios y obligatorios.

4. Nuevo modelo de regulación de atribuciones profesionales para algunas
profesiones como la ingeniería.

Sobre esta base, el borrador de Anteproyecto podría seguir las siguientes líneas:

Reserva de actividad. Consideran que deben aplicarse con rigor los principios
de necesidad y proporcionalidad respecto a las reservas de actividad. Esto
significa reducir significativamente las actividades con reserva (hasta ahora
según ellos hay identificadas unas 1,92). En líneas generales la reserva de
actividad de las profesiones podría quedar de la siguiente forma:

Profesiones sanitarias: con carácter general se mantendrían las
actuales reservas, sin perjuicio de algunos ajustes concretos.
Profesiones jurídicas: se ajustaría la definición de la reserva de
actividad.
Profesiones técnicas: la base de este modelo se concreta en la
reforma de las ingenierías, consistente en admitir expresamente que
todos los titulados en ingeniería tendrán reconocidas facultades para
realizar cuantas funciones le atribuye la normativa vigente a
cualquier rama de la ingeniería.
Otras actividades: mantendrían la reserva de actividad, entre otras,
las relacionadas con la seguridad, las que pueden afectar a la
confianza de terceros y las que se derivan de normativa internacional
o comunitaria, especialmente en el ámbito del transporte.
En aquellas reservas no vinculadas a títulos, se introducen las
modificaciones de rango legal en aquellos casos en que resultan
necesarias para regulaizarlas de acuerdo a lo previsto en el
Anteproyecto (por ejemplo, se da respaldo legal a las exigencias de
cualificación) y en otros casos se da un mandato para adoptar las
modificaciones reglamentarias necesarias para su completa
adaptación al nuevo modelo (por ejemplo, ampliando las vías por las
que puede acreditarse que se dispone de la cualificación exigida).

Obligaciones de colegiación. Consideran que deben aplicarse con rigor los
principios de necesidad y proporcionalidad respecto a las obligaciones de
colegiación dejándolas sólo para los casos en que resultan más justificadas. La
justificación se derivaría de que la colegiación se muestre como un instrumento
idóneo para el control de la actividad de los profesionales, ya sea por la
complejidad del servicio profesional que se presta o porque el colegio pueda
llevar a cabo las funciones de control de forma más eficiente por cercania,
economia, eficiencia o especialización.

o
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Según se desprende de la documentación que disponemos esto significaría que
habría Colegios de colegiación obligatoria y Colegios de colegiación
voluntaria. En todo caso, en líneas generales se desprende que:

Las obligaciones de colegiacióñ se 'refieren a profesiohes del
ámbito sanitario y jurídico.

Como regla general, se establece la colegiación voluntaria para
quienes trabajen en exclusiva para el sector público.

IV. Efectos sobre las Universidades y el proceso de Bolonia.

- Los profesionales que actualmente no tienen reservas de actividad, por
ejemplo, los que poseen tífulos universitarios innovadores como los informáticos
o los bioquímicos, entre otros, no verían limitado indebidamente su ámbito de
actuación. (Ello, supondría un censo administrativo).

- Esta reforma es compatible y refuerza el denominado proceso de Bolonia, ya
que no se refiere al ámbito académico sino al de las atribuciones profesionales, y
además apuesta por: la formación continua de los profesionales, la potenciación
del título de grado como el significativo para el empleo frente al de máster que
sería una especialización, y fomenta la innovación en títulos adaptados a la
demanda del mercado laboral.

V. Efectos sobre las Comunidades Autónomas.

- El Estado regularía las reservas de actividad para las profesiones tituladas y la
obligatoriedad de la colegiación.

- Las CCAA podrían regular reservas de actividad en ámbitos que no
requieren titulación universitaria. Se mantienen las competencias que las
CCAA han venido ejerciendo sobre la creación de Colegios o su supervisión.
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CONFIRMADO

nas

ros de Minas del Centro

EXEUSA
CONFIRMADO

ngenieros Técnicos en ToPografía

Mediadores de Seguros de Madrid
ÉXCUSA

Médicos de Madrid Juliana Fariña González

y Estomatólogos de la 1u

ton

ptometr¡stas

itulados Mercantiles y Empresariales

ores Sociales D. Manuel Gil Parejo
Da. Mar Ureña

Esther Riaza Barrena

AsistenciaNombreNombre Organización
D. Antonio Hernández-Gil Alvarez-Cienfuegosados de Madrld

CONFIRMADOI Muñoz FloresMiguelmin¡stradores de Fincas de M

ntes Comerciales de la C.M D. Fco. Javier Cordero Suárez

D, Jaime Cabrero Garcíade la Propiedad lnmobiliaria de

M.
CONFIRIJIADOD. Jesús Paños ArroYoores y Arqurtectos Técnicos d

Paloma Sobrini Sagaseta de llurdoz
Jose Manuel Davila del Ceno

EXCUSA
CONFIRMADO

CONFIRMADOgel Fernandez lParD

D. Fco. Julian Lledó Guerrero
HXTUSAY Licenciados en Ciencias Políticas D. Lorenzo Navarrete

Sociología
José Luis Negro Fernandez
Roberto Salmerón Sanz

CONFIRMADO
CONFIRMADO

D. Juan E. lrazo MartínEconomistas de Madrld

HXCUSA
CONFIRMADO
CONFIRMADO

CONFIRMADOGonzalo Echagüe Méndez de Vigocos

+ OTRA PERSONA
Javier Sainz de Murieta RodeYro

Da. Mu Antonia Cruz lzquiero
Da. Laura Abis

Graduados Sociales

CONFIRMADOD. Juan Luis Gómez BascuñanaHabilitados de Clases Pasivas de Madrid
Demarcación

CONFIRMADOJesús Martinez Alegrengenieros Técnicos de Obras Públicas
a Madrid

Du. Ma Cruz Diaz Alvarez

D. Miguel Ángel Carrillo
D. Carlos Gasca Allue

lngenieros de Caminos, Canales Y

Puertos, demarcación Mad
CONFIRMADOI Cámara RascónD.

HXCU$AI Agúndez BetetuMiguelngenieros del LC.A.l

D. Jesús Rodriguez Cortezo
D. Javier Bodas Ortega

ngenieros lndustriales de Madrid

D. lgnacio Zumalacárregui de Luxan
D. Julian Mora Sánchez
D. Miguel Moreno

EXTUSA
CONFIRMADO
CONFIRMADO

lngenieros Navales Y Oceánicos

Rafael Giraldez Ceballos-Escaleralngenieros Técnicos Agrícolas y Peritos
del Centro

Pedro Layna Sanzngenieros Técnicos de Minas de Madrid

D. Rubén lbáñez Martin
Da. Juana Gómez Alcazar

CONFIRMADOD. Juan de Dios Alférezlngenieros Técnicos lndustriales de
Madrid

D. Jose Luis Nieto Pereiro

D. Sabino Ochandiano CaicoYa

CONFIRMADO
CONFIRMADO

D. Ricardo Fernández Carmena
D. Paloma Mingoarranz

CONFIRMADOD. Luis lgnacio Lacasa HeYdtPilotos
EXüUSAD. Manuel Meneses GardePodólogos de Madrld

CONFIRMADO
CONFIRMADO

Antonio Ma. Alvarez-Buylla Ballesteros
lgnacio Melchor Oruña

Procuradores de Madrid

CONFIRMADOD. Fernando Chacón FuentesPsicólogos de Madrid
CONFIRMADOD. Antonio ZaPardiel Palenzuelauímicos de Madrid

D. Lorenzo Lara Lara
#XCUSA

CONFIRMADO
CONFIRMADO

rinarios de Madrid Felipe Vilas Herranz



EL PAIS
H

No y fecha de publicación : 11456 - 2S11O12OOB
Difusión :425926 EGM : 2234000 - -

Periodicidad: Diario FRESSPásina:2e it*|Étrf;Superficie : 482 cm2
Coste :15.469 Euros

MADRID
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Desde hace años
se nos aeusa
de corporativismo,
elitismo y de ser
un obstáculo
a la libre competcncia

la formación continuada y acre-
ditada, esti el desu coiltlol deon-
tológico. Por definición, el con.
fol es obligatorio y universal o
no es. ¿Se inm$nan a t¡n nlal pro-
Iesíonal sometiéndosc {r un con-
tro¡ volrrttario? No pnrece vero-
símil. Menos nún puede ponerse
en cuestión su impor.tancit colr
lü europeizsción de la deontolo-
gín profesional que trae la tr.aspo.
siclón de ls Directiva de Servi-
cios, ls conocida,como Dir€ctiva
Bolkeslein, cuyo {lnteprovecto
habrá de esrar listo antes de fi-
nnl de ¿ño.

Bn esm tesiü¡ra se snuncia en
España una reforn¡a nonntüva
del sectol que nace con su propia
sospeeha. Iil Cobierno quiere
"nrode¡nizar" los co¡egios, pero la
noticia se ha \¡isto convulsionad¡
por un inlbrme tle la Comísió¡¡
Nncional de lfl.Conrpetcncin que
rccolnienda l¡ liberalización del
nrer c¡do de los servicios prolesio-
naies, lo que supondrín un canr-

Mad,ernizar los colegios prafesionsles
T a sociednd de la "descon-
I fianzageneralizada".como

-L-./llama Lipovetsky a la épo
cs. ac.ual, nos hacÉ sbspechósos
por inefciat I¿ dexonfi¿¡nz¿ ¡c¡-
ba eon,el compmmiso y se uban-
dona ¡ una arítics continua que
tiene su palte fastidiosa, pero que
cvidencia uno sociedad que ho
madurado y sabe lo qlre qüiere y
siempre guiele miis.

Liis institucioÍes sdri usüRl-
mente objeto claro de esa descon-
floi'lzu. A cada insdnrción le suce-

bio de modelo. El informe, ade-
rnás de pnrcial e incorreclo, olvi-
do que los servicios profesionales
son .estrÁtéglcos por: lo cualilica-
do y por el v.alor añadldo (10%
VAB) que Bport¿n a r¡na sociedud
que quiere crecer a b¡se de cono-
cimiento. El inlbrme olvida tam-
bién que somos enüdade8 ¡nFr-
nredias enire l¿ Administláción y
la sociedad y como rales, y a fin de
olieccr un sisrema degnr.antías al
ciudndano, hemos de esur regula-
das, dejnudo un ntargen deau¡0.
gobier'üo quc conllevn lu iltdepen-
dencia.

Pero mús alló del informe, lo
re0¡mente impoflanl.ees le refor-
ma en sí, que supone unil oportu-
nidod hisrórica para los más de
rnil cole$os pr.of'esiontles, y es
que el deseo de modernización
no viene impuesto; llevamos tra-
balirndo cn il rnr¡cho tientpo. Así,
hernos denunciado l¿rs carencias
de un sislema que nos nncla v nos
inrpide nvanzat'. Nos regulu una

ley preconsritucional. de 1.974,
que no es cspfiz dc
nuestfl¡ complejidad
nómica y profesional,

¡tspondér a
soc¡al,.auto-
l¡s diferen-

tes leyes nutonómlcas de ccjlep,ios
se han ido nprobtndo a espniáas
de lB. estatal y hsn roto la unidad
de mercndo creando dife¡encias
de derechos y dehcres según la
.comunidnd autónomr de adscrip
c¡on.

É$e es un punto de inltexién
cluro, aunque hqbo alo_s hitos Bnte,
riores, 1992 y I997, que acnburon
con la oblig*ción de colegiurse en
c{da provincia donde se ejerza o
con el establecimiento de tarifss
liias. Hoy, la colegiación es írnicay los honorari<ls ofientativos.
Orientan. Es ahí donde radica su
inter'és general, en lanto qile in-
lbrman rrl usLr¿rio de cst¡tn¿c¡o-

de su propin sospecfirr. I¡s eole-
gios prófesionales no son mÉnos,
Asi, genefalmente, senos suele ca.
lificar de corpoutivistas, eil el
peor sentido de la palabra, y de
elitist¡ts. Una élite, por ciet.to,
nluy nlftslvB; millón y med¡o de
personas t¿n sólo en España,

Desde hace rños se nos ¡tribu-
ye una nuevt sosp¿cho: somos ttn
obsllculo a l¿r competencía, Mera
i¡tuición. No hay un solo esftrdio
que haya podido deniostr8r que
Ia r¡ctuación de los colegios limita
la movilidarl y Ia compedrivid8d
de los,prol'esionales o pl'ovocrl,(n
alza en el coste de los sen¡icios.
l,o tinico que tenenros es la expe-
rienciu comparnday éstátiende I
tregür la inu¡ción y aeaba con lrr
so,eJrs¿rrd.

A l{ compercncia se llega con
protesronaies conlpet€trtes y esto
exige unas reglas del juego com-
partidds. y uno universdizucién
de,sus derechos,ydeberes. A eltb
se dedican:los colegios profesiona-
les. Es qulzi un prdblema cultu-
nrl, pero a nlngún profesional bri-
t¿lnioo le estorb8 €l Slsteme de
control de ln orden prolesional a
h que pent¡nece. Enfiende. por
que así es, que la elección de pro
fesién es un derecho, pero que de
la prol'esión elegida se derivan
compromisos y responsabllid¡"
des pora.con Ia comunidr¡d en la
que ejercey.ntafer'i¡lizn dcrcchos
fundamenrales (salu4 defensa,se
gurida¿..). I,a sociedad de la anar-
c+llexibilid¡d tienrie al. facilismo
y,éstc olvida:a-vcces,el valor de la
exigencia par¿ Él equitibiio.

Entre los deberes del pr.ofesio-
nal, ul margen de l¿ tituloc¡ón y

nes de coste y les alerta de posl
bles ¡brrsos. bL p.,lt r.",l íli,
cliente, el ciudadano, son libres a
la hor¿ de fijtr sus honorarios,
perb ¿cómo sabe el eiudad¡lno
cu¡il es el coste estimado o razon¿-
ble del señ/icio que le¿ibe?

El foco de otieüción de un cole'
gio pr.olesional.se encüenüa en el
regis¡oy acfeditución de lo condi-
ción de prol'esionnl, en el control
deonto¡ógico y en h formación
continunda, Que rrdb4emos en el
interés geneÍ¡l de tudos Íuesn'os
clientes y paciént€s, los ciudada-
nos. es el objetlvo y por elo dice
¡o que dice el artículo 36, g¿tmnrir
institucional de est¡s comor¿cio.
nes de derecho priblico. '

Sl 3é nos permik, cst¡remos nl
ftente. de hs refol.mas, y si no.se
nos permite colaboraremos con
el Gobierno, con todos los Dnrli-
dospollticos del ¿¡rco.parluminra-
rio y con IÍs resl.snt€s Admin¡strs-
ciones Públicas opin¡ndo, uidien-
do y aporhndo cu¡nto isté a
nUestro ¿ilcorice prra mejorar día
n dín la cnlidad y el precio de nues
ttos Seryicios, conpromefiendo
perms.nentemente un profundo
senddo democrático y lo defensa
de los dertchos y libertades de
hüesttos peciellt€s y clientes.

Carlos Ca¡n¡cer, abogado, es presi-
dente de Unión Profesional.
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DTRECTTVA 2O06lt2tlCE DEL PARLAMENTO EUROPEO y DEr CONSEIO

de 12 de dicicmbre de 200ó

relativa a los servicios en el mercado interior

EL PARLAMENTO EURopEo y Et coNSEJo DE tA UN|ÓN EuRopEA, (2)

Visto el Tratado constitutivo de la Comunidad Europea y, en par-
ticular, su anículo 47, apartad,o 2, pt'lmera y tercera frases, y su
artículo 55,

Vista la propuesta de la Comisión,

Visto el dictamen del Comité Económico y Social Europeo (1),

Visto el dictamen del Comité de las Regiones (2),

De conformidad con el procedimiento establecido en el arrí-
culo 251 del Tratado (3),

Considerando lo siguiente:

Para fomentar el crecimiento económico y la creación de
puestos de trabajo en la Unión Europea resulta esencial
un mercado competitivo de servicios. Actualmente, hay
un gran número de barreras en el mercado interior que
impiden a los prestadores, en particular a las pequeñas y
medianas empresas (PYME), extender sus operaciones más
allá de sus fronteras nacionales y beneficiarse plenamente
del mercado interior. Ello debilita la competitividad glo-
bal de los prestadores de la Unión Europea. Un mercado
libre que obligue a los Estados miembros a suprimir las
barreras para la circulación transfronteriza de servicios y
que, al mismo tiempo, ofrezca a los consumidores mayor
transparencia e información, proporcionaría a los consu-
midores más posibilidades de elección y unos servicios a
precios más bajos.

(3) En el informe de la Comisión sobre "El estado del mer-
cado interior de seryicios, se hace un inventario de un
gran número de obstáculos que impiden o frenan el desa-
rrol1o de los servicios entre los Estados miembros y, espe-
cialmente, de los seryicios prestados por las PYME, tipo
de empresas predominante en el sector de servicios. En el
informe se llega a la conclusión de que, diez años después
de 1o que debería haber sido la realización del mercado
interio¡ existe todavía un gran desfase entre la existencia
de una economía integrada para la Unión Europea y la
realidad viüda por los ciudadanos y los prestadores de
servicios europeos. Los obstáculos afectan a una amplia
gama de actiüdades de servicios, así como a la totalidad
de las etapas de la actividad del prestador, y presentan
numerosos puntos en común, incluido el hecho de tener
su origen con frecuencia en un exceso de trámites admi
nistrativos, en la inseguridad jurídica que rodea a las acti-
üdades transfronterizas y en la falta de confianza recíproca
entre los Estados miembros.

(4) A pesar de que los servicios son el motor del crecimiento
económico y de que representan un 70 o/o del PIB y de los
puestos de trabajo en la mayoría de los Estados micm-
bros, esta fragmentación repercute de forma negativa cn
el conjunto de la economía europea y, especialmente, en
la competitMdad de las PYME y la circulación de los rra-
bajadores, al tiempo que impide que los consumidores
accedan a una mayor variedad de servicios a precios com-
petitivos. Es importante señalar que el sector de los servi-
cios es clave para el empleo, sobre todo de las mujeres,
por lo que estas pueden aprovechar en gran mcdida las

nuevas oportunidades ofrecidas por la plena realización
del mercado interior de los servicios. El Parlamento Euro-
peo y el Consejo han puesto de relieve que la eliminación
de los obstáculos jurídicos que impiden el establecimiento
de un auténtico mercado interior es prioritaria para con-
seguir el objetivo fi;ado por el Consejo Eulopeo de Lis-
boa, de 27 y 24 de marzo de 2000, de mejorar el empleo

(1) La Comunidad Europea tiene por ob¡etivo estrechar cada
vez más los lazos entre los Estados y los pueblos de Europa
y garantizaf el progreso económico y social. Con arreglo
al artículo 14, apartado 2, del Tratado, el mercado inte-
rior implica un espacio sin fronteras interiores en el que
esté garantizada la libre circulación de servicios. El aní-
culo 43 del Tratado garantiza la libertad de estableci-
miento y el artículo 49 establece la libre prestación de
seryicios dentro de la Comunidad. La eliminación de las
barreras que obstaculizan el desarrollo de las actiüdades
de servicios entre Estados miembros es un medio esencial
de reforzar la integración entre los pueblos de Europa y
de fomentar un progreso económico y social equilibrado
y sostenible. A la hora de eliminar estas barreras es esen-
cial velar por que el desarrollo de actividades de servicios
contribuya al cumplimiento de la tarea, establecida en el
artículo 2 del Tratado, de promover oun desarrollo armo-
nioso, equilibrado y sostenible de las actividades económi-
cas en el conjunto de la Comunidad, un alto nivel de
empleo y de protección social, la igualdad entre el hom-
bre y la mujer, un crecimiento sostenible y no inflacio-
nista, un alto grado de competitividad y de convergencia
de los resultados económicos, un alto nivel de protección
y de mejora de la calidad del medio ambienre, la eleva-
ción del nivel y de ia calidad de üda, la cohesión econó-
mica y social y la solidaridad entre los Estados miembros,.

(r) DO C 221 de 8.9.2005, p. 113.
(,) DO C 43 de 18.2.2005, p. 18.
(3) Dictamen del Parlamento Europeo de 16 de febrero de 2006 (no

publicado aún en el Diario Oficial), Posición Común del Consejo de
24de julio de 2006 (DO C 220 8de7.11.2006, p. t) yposicióndel
Parlamento Europeo de 1 5 de noviernbre de 2006. Decisión del Con-
sejo de 11 de diciembre de 2006.
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(14) La presente Directiva no afecta a las condiciones de tra-
bajo, incluidos los períodos máximos de trabajo y perío-
dos mínimos de descanso, Ia duración mínima de las
vacaciones anuales retribuidas, las cuantías de salario
mínimo, la salud, la seguridad y la higiene en el traba¡o,
que los Estados miembros apliquen de acuerdo con el
Derecho comunitario, ni tampoco afecta a las relaciones
entre los interlocutores sociales, incluido el derecho de
negociar y celebrar convenios colectivos, el derecho de
huelga y de emprender acciones sindicales, de acuerdo con
la legislación y las prácticas nacionales que respetan el
Derecho comunitario, ni se aplica a los servicios presta-
dos por empresas de trabajo temporal. La presente Direc-
tiva no afecta a la legislación de los Estados miembros
sobre la scguridad social.

(15) La presente Directiva respeta el ejercicio de los derechos
fundamentales aplicables en los Estados miembros y reco-
nocidos por la Carta de Derechos Fundamentales de la
Unión Europea y las explicaciones concomitantes que los
reconcilian con las libertades fundamentales establecidas
en los artículos 43 y 49 del Tratado. Estos derechos fun-
damentales incluyeá el derecho a emprender una acción
sindical, de acuerdo con la legislación y las prácticas nacio-
nales que respetan el Derecho comunitario.

El objetivo de la presente Directiva es crear un marco jurí-
dico que garantice la libertad de establecimiento y de cir-
culación de servicios entre Estados miembros y no
atmonizar el Derecho penal ni menoscabarlo. No obs-
tante, los Estados miembros no deben tener la posibilidad
de restringir la libre prestación de servicios mediante la
aplicación de disposiciones de Derecho penal que afecten
concretamente al acceso a una actiüdad de servicios o a
su ejercicio eludiendo las normas establecidas en la pre-
sente Directiva.

Es igualmente importante que la presente Directiva res-
pete plenamente las iniciativas comunitarias basadas en el
artículo 137 del Tratado con miras a alcanzal los ob¡eti-
vos de su artículo 136 relativos al fomento del empleo y
la mejora de las condiciones de vida y de traba;'o.

interés económico general, como los que pueden existir
en el sector del transporte, están excluidos del ámbito de
aplicación de la presente Directiva, y algunos orros servi-
cios de interés económico general, como, por ejemplo, los
que puedan existir en el ámbito de los servicios postales,
están exceptuados de la disposición sobre la libre presta-
ción de seryicios establecida en la presente Directiva. La
presente Directiva no trata la financiación de servicios de
interés económico general ni es aplicable a los sistemas
de ayuda concedidos por los Estados miembros, en parti-
cular en el ámbito social, de conformidad con las normas
comunitarias de competencia. La presente Directiva no
trata las medidas de seguimiento del Libro Blanco de la
Comisión sobre seryicios de interés general.

(18) Conüene excluir los servicios financieros del ámbito de
aplicación de la presente Directiva dado que estas activi-
dades son ob;eto de una legislación comunitaria especí-
fica con el objetivo de realizar, como la presente Directiva,
un auténtico mercado interior de servicios. Por consi-
guiente, esta exclusión se refiere a todos los servicios finan-
cieros, como los bancarios, de crédito, de seguros,
incluidos los reaseguros, de pensiones de empleo o indiü-
duales, de valores, de fondos de inversión, de pagos, de
asesoría sobre inversión y, de forma general, los servicios
enumerados en el anexo I de la Directiva 2006la8lCE del
Parlamento Europeo y del Consejo, de 14 de junio de
2006, relativa al acceso a la actMdad de las entidades de
crédito y a su ejercicio (1).

(19) Teniendo en cuenta que, en 2002, se adoptó una serie de
instrumentos legislativos relativos a los servicios y redes
de comunicaciones electrónicos, así como a los recursos
y servicios asociados, mediante los cuales se estableció un
marco nornativo para facilitar el acceso a estas actiüda-
des en el mercado interior, principalmente mediante la
supresión de la mayoría de los regímenes de autorización
individual, conviene que las cuestiones que se rigen por
dichos instrumentos queden excluidas del ámbito de apli-
cación de la presente Directiva.

(20) Las excepciones al ámbito de aplicación de la presente
Directiva relativas a los servicios de comunicaciones elec-
trónicas amparados por la Directiva 2002ll9lCE del Par-
lamento Europeo y del Consejo, de 7 de marzo de 2002,
relativa al acceso a las redes de comunicaciones electróni-
cas y recursos asociados, y a su interconexión (Directiva
acceso) (2), la Directiva 20021201C8 del Parlamento Euro-
peo y del Consejo, de 7 de marzo de 2002, relativa ala
autorización de redes y servicios de comunicaciones
electrónicas (Directiva autorización) (3), la Dircctiva
2002l2llcE del Parlamento Europeo y del Consejo, de

(') DO t 177 de 10.6.2006,p. l.
('?) DO L 108 de 24.4.2002, p.7.
f) Do L 108 de 24.4.2002, p.21

(16) La presente Directiva solo afecta a los prestadores estable-
cidos en un Estado miembro y no trata aspectos exterio-
res. No afecta a las negociaciones en organizaciones
intemacionales sobre comercio de servicios, en particular,
en el marco del Acuerdo General sobre el Comercio de
Servicios (AGCS).

La presente Directiva incluye únicamente aquellos servi-
cios que se realizan por una contrapartida económica. Los
servicios de interés general no están cubiertos por la defi-
nición del artículo 50 del Tratado, por lo que no están
incluidos en el ámbito de aplicación de la presente Direc-
tiva. Los seryicios de interés económico general son servi-
cios que se realizan por una contrapartida económica, por
1o que entran dentro del ámbito de aplicación de la pre-
sente Directiva. Sin embargo, determinados servicios de

(17)
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(32) La presente Directiva es coherente con la legislación comu-
nitaria sobre protección de los consumidores, como la
Directiva 20051291CE del Parlamento Europeo y del Con-
sejo, de 11 de mayo de 2005, relariva a las prácticas
comerciales desleales de las empresas en sus relaciones con
los consumidores en el mercado interior (Directiva sobre
las prácticas comerciales desleales) (r) y el Reglamento (CE)

n" 200612004 del Parlamento Europeo y del Consejo, de
27 de octubre de 2004, sobre la cooperación entre las
autoridades nacionales encargadas de la aplicación de la
legislación de protección de los consumidores (Regla-
mento sobre la cooperación en materia de protección de
los consumidores) (3).

(33) En la presente Directiva, el concepto de uservicioo incluye
actividades enormemente variadas y en constante evolu-
ción; entre ellas se cuentan las siguientes: seryicios desti-
nados a las empresas, como los servicios de asesoramiento
sobre gestión, servicios de certificación y de ensayo, de
mantenimiento, de mantenimiento de oficinas, servicios
de publicidad o relacionados con la contratación de per-
sonal o los servicios de agentes comerciales. El concepto
de servicio incluye también los servicios destinados tanto
a las empresas como a los consumidores, como los servi-
cios de asesoramiento jurídico o fiscal, los servicios rela-
cionados con los inmuebles, como las agencias
inmobiliarias, o con la construcción, incluidos los servi-
cios de arquitectos, la distribución, la organización de
ferias o el alquiler de vehículos y las agencias de üajes.
Los servicios destinados a los consumidores quedan tam-
bién incluidos, como los relacionados con el turismo,
incluidos los guías turísticos, los servicios recreativos, los
centros deportivos y los parques de atracciones, y, en la
medida en que no estén excluidos del ámbito de aplica-
ción de la Directiva, los servicios a domicilio, como la
ayuda a las personas de edad. Estas actividades pueden
constituir al mismo tiempo servicios que requieren una
proximidad entre prestador y destinatario, servicios que
implican un desplazamiento del destinatario o del presta-
dor y servicios que se pueden prestar a distancia, incluso
a través de intemet.

(') DO t 255 de 30.9.2005, p.22.
f) Do L 149 de 11.6.2005, p.22.
(r) DO L 364 de 9.12.2004, p. l. Reglamento modificado por la Direc-

tiva 20051291C8.

La presente Directiva es coherente con la Directiva
2005lJ6lCE del Parlamento Europeo y del Consejo, de
7 de septiembre de 2005, relativa al reconocimiento de
cualificaciones profesionales (1), a la que no afecta. Trata
cuestiones distintas a las relativas a las cualificaciones pro-
fesionales, como por ejemplo el seguro de responsabili-
dad profesional, las comunicaciones comerciales, las
actividades multidisciplinares y la simplificación adminis-
trativa. Con respecto a la prestación de servicios tempora-
les transfronterizos, una excepción a la disposición sobre
la libre prestación de servicios en la presente Directiva
garanfiza que no afecte al título II (Libre prestación de ser-
vicios) de la Directiva 20051361CE. Por ranto, la disposi-
ción sobre la libre prestación de servicios no afeita a

ninguna de las medidas aplicables con arreglo a la citada
Directiva en el Estado miembro en el que se presta el
servicio.

(t4) Con arreglo a la jurisprudencia del Tribunal de Justicia, la
evaluación de si determinadas actividades, en especial las
que reciben financiación pública y las prestadas por enti-
dades públicas, constituyen un (servicio, debe efectuarse
caso por caso y a la üsta de todas sus características, en
particular la forma en que se prestan, organizan y finan-
cian en el Estado miembro de que se trate. El Tribunal de

Justicia ha reconocido así que la característica esencial de
la remuneración reside en el hecho de que constituye una
remuneración por los servicios de que se trate y ha reco-
nocido que la característica de la remuneración no se da
en las actividades que realiza el Estado sin contraparrida
económica, o en nombre del Estado en el marco de sus

obligaciones en los ámbitos social, cultural, educativo y
judicial, tales como los cursos realizados en el marco del
sistema educativo nacional o la gestión de regímenes de
seguridad social que no constituyen una actividad econó-
mica. El pago de cuotas por parte de los destinatarios, por
ejemplo, las tasas académicas o de matrícula pagados por
los alumnos para hacer una contribución a los gastos de
funcionamiento de un sistema no constituye por sí mismo
remuneración porque el servicio se sigue financiando fun-
damentalmente con fondos públicos. Estas actividades no
responden, pues, a la definición de oservicioo del artí-
culo 50 del Tratado y, por tanto, no entran en el ámbito
de aplicación de la presente Directiva.

(35) Las actividades de deporte aficionado no lucrarivas revis-
ten una importancia social considerable. A menudo persi-
guen objetivos enteramente sociales o recreativos. Por
consiguiente, no pueden constituir actividades económi-
cas en el sentido de la legislación comunitaria y deben
quedar fuera del ámbito de aplicación de la presente
Directiva.

(36) El concepto de nprestadoro debe abarcar toda persona física
con la nacionalidad de un Estado miembro o toda per-
sona jurídica que ejerua una actiüdad de servicios, ya sea

acogiéndose a la libertad de establecimiento o a la libre
circulación de servicios. Así pues, el concepto de npresta-

dor, no se limita únicamente a los casos en que el servi-
cio se presta a través de las fronteras en el marco de la
libre circulación de servicios, sino que también incluye los
casos en que un operador se establece en un Estado miem-
bro para desarrollar en él actividades de servicios. Por lo
demás, el concepto de (prestador' no abarca el caso de las
sucursales de sociedades de terceros países en un Estado
miembro, ya que, con arreglo al artículo 48 del Tratado,
solo disfrutan de las libertades de establecimiento y circu-
lación de servicios las sociedades constituidas con arreglo
a la legislación de un Estado miembro y cuyo domicilio
social, administración central o centro de actiüdad prin-
cipal se encuentre dentro de 1a Comunidad. La noción de
ndestinatarion también abarca a los nacionales de terceros
países que ya se benefician de derechos reconocidos
en actos comunitarios como el Reglamento (CEE)

n" 1,408177 o la Directiva 2001ll09lcB del Consejo, de
25 de noüembre de 2003, relativa al estatuto de los nacio-
nales de terceros países residentes de larga duración (a), el

(4) DO L 16 de 23.r.2oo4, p. 44.
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(43)

(45)

(44) Los Estados miembros deben introducir, cuando proceda,
formularios armonizados a escala comunitaria, estableci-
dos por la Comisión, que puedan utilizarse como equiva-
lentes a los certificados, justificantes o cualquier otra clase
de documentos en relación con el establecimiento.

Para examinar la necesidad de simplificar procedimientos
y trámites, los Estados micmbros han de poder, en parti-
cular, tener en cuenta su necesidad, número, posible dupli-
cación, costes, claridad y accesibilidad, así como las
dificultades prácticas y retrasos que podrían generarse en
relación con el prestador de que se trate.

Una de las principales dificultades a que se enfrentan en
especial las PYME en el acceso a las actiüdades de servi-
cios y su ejercicio reside en la complejidad, la extensión y
la inseguridad jvídica de los procedimientos administra-
tivos. Por este motivo, y a semejanza de otras iniciativas
de modemización y de buenas prácticas administrativas a

nivel comunitario o nacional, procede establecer princi-
pios de simplificación administrativa, en concreto limi-
tando la autorización preüa obligatoria a aquellos casos
en que sea indispensable e inroduciendo el principio de
autorización tácita de las autoridades competentes una vez
vencido un plazo determinado. El objetivo de este tipo de
acción de modemización es, aparte de garantizar los requi-
sitos de transparencia y actualización de los datos relati-
vos a los operadores, eliminar los retrasos, costes y efectos
disuasorios que ocasionan, por ejemplo, trámites innece-
sarios o excesivamente complejos y costosos, la duplica-
ción de operaciones, las formalidades burocráticas en la
presentación de documentos, el poder arbitrario de las
autoridades competentes, plazos indeterminados o excesi-
vamente largos, autorizaciones concedidas con un período
de vigencia limitado o gastos y sanciones desproporciona-
dos. Este tipo de prácticas tienen efectos disuasorios espe-
cialmente importantes para los prestadores que deseen
desarrollar sus actividades en otros Estados miembros y
requieren una modemización coordinada en un mercado
interior ampliado a veinticinco Estados miembros.

Con el fin de facilitar el acceso a las actividades de servi-
cio y su ejercicio en el mercado interior, procede estable-
cer un objetivo, común a todos los Estados miembros, de
simplificación administrativa y establecer disposiciones
relativas, en concreto, al derecho de información, los pro-
cedimientos por vía electrónica y la creación de un marco
para los regímenes de autorización. A nivel nacional se
pueden adoptar otras medidas para cumplir este objetivo,
consistentes en reducir el número de procedimientos y trá-
mites aplicables a las actividades de servicios y en asegu-
rarse de que dichos procedimientos y trámites son
indispensables para conseguir un objetivo de interés gene-
ral y de que no existen solapamientos entre ellos, tanto
en el contenido como en la finalidad.

compulsadas o una traducción compulsada, excepto en
aquellos casos en que esté justificado objetivamente por
una razón imperiosa de interés general, como, por ejem-
plo, la protección de los trabajadores, la salud pública, la
protección del medio ambiente o la protección de los con-
sumidores. También es necesario garantizar que la autori-
zación dé acceso como norma general a una actiüdad de
servicios o a su ejercicio en todo el territorio nacional, a
no ser que esté obietivamente justificado exigir una auto-
nzación individual para cada establecimiento - por ejem-
plo, para cada implantación de grandes superficies
comerciales -, o una limitación de la autorización a un
lugar específico del territorio nacional, por una razón
imperiosa de interés general.

(48) A efectos de una mayor simplificación de los procedimien-
tos administrativos, conviene garantizar que todo presta-
dor disponga de un interlocutor único al que dirigirse para
realizar todos los procedimientos y trámites (denomina-
dos en lo sucesivo (ventanillas únicas,). El número de ven-
tanillas únicas por Estado miembro puede variar según las
competencias regionales o locales o según las actividades
de que se trate. En efecto, la creación de ventanillas úni-
cas no debe interferir en el reparto de competencias entre
autoridades competentes dentro de cada sistema nacio-
nal. Cuando varias autoridades tienen competencias a nivel
regional o local, una de ellas puede hacerse cargo del papel
de ventanilla inica y de coordinador con las demás. Las

ventanillas únicas pueden estar constituidas no solo por
autoridades administrativas sino también por cámaras de
comercio o de oficios, colegios profesionales u organis-
mos privados a los que los Estados miembros encomien-
den esta función. La finalidad de las ventanillas únicas es

desempeñar un importante papel de ayuda al prestador,
ya sea como autoridad directamente competente para
expedir los documentos necesarios para acceder a una acti-
vidad de servicios, ya sea como intermediario entre el pres-
tador y dichas autoridades directamente competentes.

(49) La tarifa que puedan cobrar las ventanillas únicas debe ser
proporcional al coste de los procedimientos y trámites de
que se ocupen. Esto no debe impedir a los Estados miem-
bros encargar a las ventanillas únicas el cobro de otros
derechos administrativos tales como los honorarios de los
organismos de supervisión.

(50) Es necesario que los prestadores y destinatarios de los ser-
vicios accedan fácilmente a determinados tipos de infor-
mación. Debe corresponder a cada Estado miembro
determinar, en el marco de la presente Directiva, la forma
en que se facilita información a los prestadores y destina-
tarios. En particular, la obligación de los Estados miem-
bros de garanfizar que los prestadores y destinatarios
puedan acceder fácilmente a la información pertinente y
que el público pueda acceder a ella sin obstáculos puede
cumplirse ofreciendo dicha información en intemet. Toda
información suministrada debe comunicarse de manera
clara e inequívoca.

(46)

(47) En aras de la simplificación adminisrrariva, no deben
imponerse de forma generalizada requisitos formales,
como la presentación de documentos originales, copias
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(59) Como norma general, la autorización debe dar al presta-
dor la posibilidad de acceder a la actividad de servicios o
de ejercerla en todo el territorio nacional, salvo que una
razón imperiosa de interés general justifique una limita-
ción territorial. Por ejemplo, la protección del medio
ambiente justifica que se exija una autorización individual
para cada instalación física en el territorio nacional. Esta
disposición no afecta a las competencias regionales o loca-
les sobre concesión de autorizaciones en los Estados
miembros.

(ó0) La presente Directiva, y en particular las disposiciones refe-
rentes a los regímenes de autorización y al ámbito territo-
rial de una autorización, no deben interferir en el reparto
de competencias regionales o locales en los Estados miem-
bros, incluidos los gobiernos autónomos regionales y loca-
les y el uso de lenguas oficiales.

(61) La disposición relativa a la no duplicación de condiciones
para la concesión de una autorización no debe impedir
que los Estados miembros apliquen sus propias condicio-
nes especificadas en el régimen de autorización. Sola-
mente debe exigir que las autoridades competentes, al
considerar si el solicitante cumple estas condiciones, ten-
gan en cuenta las condiciones equivalentes cumplidas ya
por el candidato en otro Estado miembro. Esta disposi-
ción no debe exigir la aplicación de las condiciones para
la concesión de una autorización previstas en el régimen
de autorización de otro Estado miembro.

(62) En el caso de que el número de autorizaciones disponi-
bles para una actiüdad dada esté limitado debido a la esca-

sez de recursos naturales o de capacidades técnicas, debe
adoptarse un procedimiento de selección entre varios posi-
bles candidatos, con el fin de que, mediante el juego de la
libre competencia, se desarrollen la calidad y las condicio-
nes de la oferta de servicios puestos a disposición de los
usuarios. Este tipo de procedimiento debe reunir garan-
tías de transparencia e imparcialidad y la autorización con-
cedida en ürtud del mismo no debe tener una duración
excesiva, renovarse automáticamente o representar ven-
taja alguna para el prestador cesante. En especial, la dura-
ción de la autorización concedida debe fijarse de forma
que no se restrinja ni se limite la libre competencia más
allá de lo necesario para garantizar la amortización de las
inversiones y una remuneración equitativa de los capita-
les invertidos. Esta disposición no debe impedir a los Esta-
dos miembros limitar el número de autorizaciones por
motivos distintos de la escasez de recursos naturales o de
capacidades técnicas. Estas autorizaciones deben seguir
estando sujetas en todo caso al cumplimiento de las demás
disposiciones sobre regímenes de autorización previstas
en la presente Directiva.

(63) En ausencia de un régimen distinto y a faka de respuesta
dentro de plazo, debe considerarse que la autorización ha
sido concedida. No obstante, cabe la posibilidad de apli-
car regímenes distintos con respecto a determinadas

actiüdades cuando estén justificadas objetivamente por
razones imperiosas de intérés general, eátre ellas el inte-
rés legítimo de terceros. Dicho régimen distinto puede
incluir normas de los Estados miembros conforme a las
que, a falta de respuesta dc la autoridad competente, se

considerará denegada la solicitud, denegación que podrá
recurrirse ante los tribunales.

(64) Con el fin de crear un auténtico mercado interior de ser-
ücios es necesario que se supriman las restricciones a la
libertad de establecimiento y a la libre circulación de ser-
vicios que aún persisten en las legislaciones de algunos
Estados miembros y que son incompatibles con los artí
culos 43 y 49, respectivamente, del Tratado. Las restric-
ciones prohibidas en la presente Directiva afectan
especialmente al mercado interior de servicios y deben des-
mantelarse de forma sistemática lo antes posible.

(65) La libertad de establecimiento implica, en concreto, el
principio de igualdad de trato, que prohíbe no solo toda
discriminación basada en la nacionalidad de un Estado
miembro, sino también toda discriminación indirecta
basada en otros criterios que puedan conducir, de hecho,
al mismo resultado. Así, por ejemplo, el acceso a una acti-
vidad de servicios o a su ejercicio en un Estado miembro,
tanto si se trata de una actividad principal como secunda-
ria, no debe estar supeditado a criterios como el lugar de
establecimiento, de residencia, de domicilio o de presta-
ción principal de una actMdad. No obstante, estos crite-
rios no deben incluir requisitos según los cuales el
prestador, o uno de sus empleados o un representante,
deba estar presente durante el ejercicio de la actividad
cuando se justifique por una razón imperiosa de interés
público. Asimismo, los Estados miembros no deben res-
tringir la capacidad jurídica o el derecho de las sociedades
constituidas con arreglo a lo dispuesto en la legislación de
otro Estado miembro, en cuyo tefritorio tengan su esta-
blecimiento principal, a interponer acciones judiciales. Más
aún, los Estados miembros no deben tener la posibilidad
de conceder ventaja alguna a los prestadores que tengan
un especial vínculo socioeconómico nacional o local, ni
de restringir, invocando el lugar de establecimiento, Ia
libenad del prestador de adquirir, explotar o enajenar dere-
chos y bienes o de acceder a diversas formas de crédito y
de vivienda en la medida en que dichas facultades sean

necesarias para acceder a su actiüdad o para su ejercicio
efectivo.

(66) El acceso a una actiüdad de servicios o a su ejercicio en el
territorio de un Estado miembro no debe supeditarse a

una prueba económica. La prohibición de pruebas econó-
micas como condición preüa para la concesión dc una
autorización debe aplicarse a las pruebas económicas
como tales, pero no a los demás requisitos justificados
objetivamente por razones imperiosas de interés general,
como la protección del entomo urbano, la política social
y la salud pública. Esta prohibición no dcbe afcctar al ejer-
cicio de las competencias de las autoridades encargadas de
la aplicación dcl Derecho de competcncia.
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(7 6)

(771

La presente Directiva no afecta a la aplicación de los artí-
culos 28 a 30 del Tratado, relativos a la libre circulación
de mercancías. Las restricciorres prohibidas en ürtud de
la disposición sobre la libre prestación de servicios tienen
por objeto los requisitos aplicables al acceso a las activi-
dades de servicios o a su ejercicio y no los aplicables a los
bienes como tales.

(80) Es necesario garcntizar que los prestadores de servicios
puedan llevar consigo el equipo que sea inherente a la
prestación de su servicio cuando se desplacen a ejercerla
en otro Estado miembro. En particular, es importante evi-
tar que se den casos en que no pueda prestarse el servicio
por no tener el equipo o situaciones en que los prestado-
res deban realizar gastos adicionales, por ejemplo, alqui-
lando o adquiriendo equipos distintos de los que utilizan
habitualmente o por necesidad de apartarse significativa-
mente del modo en el que desempeñan habitualmente su
actividad.

(81) Este concepto de equipo no se refiere a los objetos físicos
que, o bien son suministrados por el prestador al cliente,
o bien pasan a formar parte de un objeto físico como
resultado de la actividad de servicio (por ejemplo, los
materiales de construcción o los repuestos) ni a los obje-
tos consumidos o dejados in situ durante la prestación del
servicio (por ejemplo, los combustibles, explosivos, fue-
gos artificiales, plaguicidas, venenos o medicamentos).

(8 2) Las disposiciones de la presente Directiva no deben impe-
dir la aplicación por un Estado miembro de normas sobre
las condiciones de empleo. De acuerdo con el Tratado, las
nornas legales, reglamentarias o administrativas deben
justificarse en aras de la protección de los traba;adores, ser
no discriminatorias, necesarias y proporcionadas, con-
forme a la interpretación del Tribunal de |usticia, y ajus-
tarse a las demás disposiciones pertinentes del Derecho
comunitario.

(83) Es necesario garantizar que las disposiciones sobre la libre
prestación de servicios solo pueden incumplirse en los
ámbitos para los que se establezca una excepción. Estas

excepciones son necesarias para tomar en consideración
el grado de integración del mercado interior o determina-
dos instrumentos comunitarios relativos a los servicios en
los que se prevé que un prestador esté sujero a la aplica-
ción de leyes distintas de las del Estado miembro de esta-
blecimiento. Además, y con carácter excepcional, se dcben
adoptar medidas contra un prestador dado en determina-
dos casos individuales y siguiendo determinadas condicio-
nes estrictas de fondo y de procedimiento. Por otra parte,
cualquier restricción a la libre circulación de servicios solo
debe poder acogerse a una excepción si respeta los dere-
chos fundamentales que forman parte integrante de los
principios generales del derecho inscritos en el ordena-
miento jurídico comunitario.

(s4) La excepción a la disposición sobre la libre prestación de
servicios relativa a los servicios postales debe abarcar tanto
las actividades reservadas al prestador de servicios univer-
sales como otros seruicios postales.

(78)

(79) El Tribunal de Justicia ha sostenido de manera reirerada
que los Estado miembros conservan el derecho a tomar
medidas para evitar que los prestadores abusen de las ven-
tajas de los principios del mercado interior. El abuso por
parte de un prestador debe establecerse de manera
individual.

Cuando un operador se desplaza a otro Estado miembro
para ejercer en él una actividad de servicios, hay que dis-
tinguir entre las situaciones que entran en el ámbito de
aplicación de la libertad de establecimiento y las que
entran en el ámbito de aplicación de la libre circulación
de servicios, en función del carácter temporal de la activi-
dad de que se trate. En lo referente a la distinción entre la
libertad de establecimiento y la libre circulación de servi-
cios, el elemento clave, de acuerdo con la jurisprudencia
del Tribunal de Justicia, es si el agente está o no estable-
cido en el Estado miembro en que presta el servicio de que
se trate. Si está establecido en el Estado miembro en que
presta sus servicios, debe entrar en el ámbito de aplica-
ción de la libertad de establecimiento. Si, por el contrario,
el agente no está establecido en el Estado miembro en que
presta sus servicios, sus actiüdades deben quedar cubier-
tas por la libre circulación de servicios. Con arreglo a Ia
jurisprudencia constante del Tribunal de )usticia, el carác-
ter temporal de las actividades de que se trate debe apre-
ciarse no solo en función de la duración de la prestación,
sino también en función de su frecuencia, periodicidad o
continuidad. El caráctcr temporal de la libre prestación de
servicios no debe excluir la posibilidad de que el presta-
dor se dote de cierta infraestructura en el Estado miem-
bro en el que presta el servicio (incluida una oficina, un
gabinete o un estudio) en la medida en que sea necesaria
para hacer efectiva la prestación de que se trate.

Con el fin de asegurar una aplicación eficaz óe la libre cir-
culación de servicios y de garantizar a los destinatarios y
a los prestadores que puedan disfrutar de servicios y pres-
tarlos en toda la Comunidad sin tener en cuenta las fron^
teras, procede clarificar en qué medida pueden imponerse
los requisitos del Estado miembro en el que se presta el
servicio. Resulta imprescindible destacar que la disposi-
ción sobre la libre prestación de servicios no impide que
el Estado miembro en el que se presta el servicio aplique,
de conformidad con los principios establecidos en el artí
culo 16, apartado l, letras a) a c), sus requisitos específi-
cos por razones de orden público o seguridad pública o
para la protección de la salud pública o del medio
ambiente.
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(93) El concepto de ayudas económicas facilitadas para utilizar
un servicio específico no debe aplicarse a los sistemas de
ayudas concedidas por los Estados miembros, en particu-
lar en los ámbitos social o cultural, que están reguladas
por las normas comunitarias de competencia, ni se aplica
a las ayudas económicas generales no relacionadas con el
uso de un servicio particular, por ejemplo, las becas o prés-
tamos para estudiantes.

(94) Con arreglo a las normas del Tratado en materia de libre
circulación de servicios, están prohibidas las discrimina-
ciones basadas en la nacionalidad del destinatario o en la
residencia nacional o local. Tales discriminaciones pue-
den adoptar distintas formas, como por ejemplo una obli-
gación, impuesta únicamente a los ciudadanos de otro
Estado miembro, de presentar los documentos originales,
copias compulsadas, un certificado de nacionalidad o tra-
ducciones oficiales de los documentos para poder disfru-
tar de un servicio o de determinadas ventajas en las tarifas.
No obstante, la prohibición de los requisitos discriminato-
rios no debe impedir que se pueda reservar una serie de
ventajas, en concreto en las tarifas, para determinados des-
tinatarios, si dichas ventajas están basadas en criterios legí-
timos y objetivos.

(95) El principio de no discriminación en el mercado interior
implica que el acceso de un destinatario, especialmente un
consumido¡ a un servicio ofrecido al público no puede
denegarse o restringirse con la aplicación de un criterio
contenido en las condiciones generales puestas a disposi-
ción del público y relacíonado con la nacionalidad del des-
tinatario o su lugar de residencia. Esto no obsta para que
en dichas condiciones generales puedan preverse para la
prestación de un servicio tarifas, precios y condiciones
variables justificadas directamente por factores objetivos
que pueden variar de un país a otro, como los costes ad!
cionales ocasionados por la distancia, las características
técnicas de la prestación, diferencias en las condiciones del
mercado, como una demanda más o menos elevada
influenciada por temporalidad, distintos períodos de vaca-
ciones en los Estados miembros o distintas políticas de
precios por parte de los competidores, o los riesgos adi-
cionales derivados de normativas distintas de las del Estado
miembro de establecimiento. Tampoco cabe afirmar que
la no prestación de un servicio a un consumidor por falta
de los derechos de propiedad intelectual e industrial nece-
sarios en un territorio particular suponga una discrimina-
ción ilegal.

(96) Entre los medios de los que se puede servir el prestador
para hacer que el destinatario pueda acceder con facilidad
a los datos que está obligado a poner a su disposición,
conviene prever la comunicación de su dirección electró-
nica y de su sitio en intemer. Por lo demás, la obligación
de ofrecer determinados datos en los documentos infor-
mativos de los prestadores cn los que se presentan sus
servicios de forma detallada no debe afectar a las comuni-
caciones comerciales de carácter general, como la publici-
dad, sino más bicn a los folletos cn los que sc hace

una descripción detallada de los servicios propuesros,
incluidos los documentos publicados en un sitio en
intemet.

Es necesario establecer en esta Directiva algunas noÍnas
sobre la alta calidad de los servicios, que garanticen en
particular los requisitos de información y transparencia.
Estas normas deben aplicarse tanto en casos de presta-
ción transfrontenza de seryicios entre Estados miembros
como en casos de servicios prestados en un Estado miem-
bro por un prestador allí establecido, sin imponer cargas
innecesarias a las pequeñas y medianas empresas. No
deben impedir en ningún caso a los Estados miembros
aplicar, de acuerdo con la presente Directiva y otras dis-
posiciones del Derecho comunitario, requisitos de calidad
adicionales o diferentes.

(e7)

(e8) Cualquier prestador que proporcione servicios que presen-
ten un riesgo directo y concreto para la salud o la seguri-
dad del destinatario o de un tercero o un riesgo ffnanciero
para cualquiera de ellos debe estar cubierto, en principio,
por un seguro de responsabilidad profesional adecuado o
por cualquier otra garantía equivalente o comparable, 1o

que supone, en concreto, que, como regla general, el pres-
tador debe estar asegurado de manera adecuada para los
servicios prestados en uno o varios Estados miembros dis-
tintos del Estado miembro de establecimiento.

(99) El seguro o garantía debe adecuarse a la naturaleza y al
alcance del riesgo. Por lo tanto, solo debe ser necesario
que los prestadores tengan una cobertura transfronteriza
si realmente prestan servicios en otros Estados miembros.
Los Estados miembros no deben establecer normas más
detalladas sobre la cobertura del seguro y fijar, por ejem-
plo, umbrales mínimos para las sumas aseguradas o lími-
tes aplicables a las exclusiones de la cobertura. Los
prestadores y las empresas de seguros deben mantener la
flexibilidad necesaria para negociar pólizas de seguros
adaptadas ala nattraleza y al alcance del riesgo. Además,
no es necesario que la obligación de suscribir un seguro
adecuado sea establecida por ley. Debe ser suficiente que
la obligación de seguro forme parte de las normas deon-
tológicas establecidas por los organismos profesionales.
Por último, no debe haber ninguna obligación para las
empresas de seguros de proporcionar una cobertura de
seguro.

(100) Conviene suprimir las prohibiciones totales de comunica-
ciones comerciales en el caso de las profesiones regula-
das. Dicha supresión no afecta a las prohibiciones relalivas
al contenido de una comunicación comercial, sino a aque-
llas que, de manera general y en relación con una profe-
sión dada, prohíben una o varias formas de comunicación
comercial, por ejemplo, toda publicidad en uno o varios
medios de difusión dados. Por lo que se ¡efiere al conte-
nido y a las modalidades de las comunicaciones comercia-
les, procede animar a los profesionales a elaborar códigos
de conducta a nivel comunitario que cumplan lo dis-
pucsto en cl Dcrccho comunitario.
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(111) Lo dispuesto en la presente Directiva relativo al inrercam-
bio de información sobre la honradez de los prestadores
no debe impedir otras iniciativas en el área de la coopera-
ción policial y judicial en materia penal, en particular en
relación con el intercambio de información entre autori-
dades policiales de los Estados miembros y los regisros
penales.

principio de subsidiariedad consagrado en el artículo 5 del
Tratado. De conformidad con el principio de proporcio-
nalidad enunciado en dicho artículo, la presente Directiva
no excede de lo necesario para alcanzar dichos objetivos.

f) DO L 184 de 17.7.1999, p. 23. Decisión modificada por la
Decisión 200615121CE (DO t 200 de 22.7.2006, p. t1).

f) Do c 321 de 31.12.2003, p. 1.

(117) Procede aprobar las medidas necesarias para la ejecución
de la presente Directiva con arreglo a la Decisión
1999l468lCEE del Consejo, de 28 de junio de 7999, por
la que se establecen los procedimientos para el ejercicio
de las competencias de ejecución atribuidas a la
Comisión (t).

(112) La cooperación enüe Estados miembros requiere un sis-
tema de información que funcione correctamente para que
las autoridades competentes puedan determinar fácil-
mente quiénes son sus interlocutores en oÚos Estados
miembros y comunicarse con ellos de manera eficaz.

(113) Es necesario establecer que los Estados miembros, en cola-
boración con la Comisión, animen a las partes interesa-
das a elaborar códigos de conducta comunitarios,
especialmente con objeto de fomentar la calidad de los
servicios teniendo en cuenta las peculiaridades propias de
cada profesión. Los códigos de conducta deben ser con-
formes al Derecho comunitario, especialmente, al Dere-
cho de competencia. No deben ser contrarios a las
disposiciones jurídicas vinculantes en materia de deonto-
logía y conducta profesional que estén en vigor en los
Estados miembros.

(114) Los Estados miembros deben fomentar la elaboración de
códigos de conducta, en particular por parte de los cole-
gios, las asociaciones y los organismos profesionales a

nivel comunitario. Estos códigos de conducta deben
incluir, teniendo en cuenta lanattraleza específica de cada
profesión, noünas de comunicación comercial relativas a
las profesiones reguladas, así como nornas de deontolo-
gía y conducta profesional de dichas profesiones, con üs-
tas a garantizar, en particular, la independencia, la
imparcialidad y el secreto profesional. Además, en estos
códigos de conducta deben incluirse las condiciones para
el ejercicio de la profesión de agente inmobiliario. Los
Estados miembros deben adoptar medidas complementa-
rias para inducir a los colegios, las asociaciones y los orga-
nismos profesionales a aplicar a nivel nacional estos
códigos de conducta adoptados a nivel comunitario.

r5) Los códigos de conducta comunitarios pretenden fijar nor-
mas mínimas de comportamiento y complementan los
requisitos legales de los Estados miembros. No obstan para
que los Estados miembros, de conformidad con el Dere-
cho comunitario, adopten medidas legislativas más estric-
tas, ni para que los cólegios profesioñales dispongan una
mayor protección en sus códigos de conducta nacionales.

(1 1 6) Dado que los ob;etivos de la presente Directiva, a saber,
la supresión de obstáculos para la libertad de estableci
miento de prestadores en los Estados miembros y la libre
prestación de servicios entre Estados miembros, no pue-
den ser alcanzados de manera suficiente por los Estados
miembros y, por consiguiente, debido a las dimensiones
de la acción, pueden lograrse mejor a nivel comunitario,
la Comunidad puede adoptar medidas, de acuerdo con el

(11S) De conformidad con el punto 34 del Acuerdo inrerinst!
tucional olegislar mejor, (2), se alienta a los Estados miem-
bros a establecer, en su propio interés y en el de la
Comunidad, sus propios cuadros, que muestren, en la
medida de lo posible, la concordancia entre la presente
Directiva y las medidas de incorporación al Derecho
intemo, y a hacerlos públicos.

HAN ADOPTADO LA SIGUIENTE DIRECTIVA:

CAPÍTULO I

DISPOSICIONES GENERALES

Artíatlo 1

Objeto

La presente Directiva no afecta a la libertad de los Estados miem-
bros de definir, de conformidad con la legislación comunitaria,
lo que consideran servicios de interés económico general, cómo
deben organizarse y financiarse dichos servicios con arreglo a las
normas sobre las ayudas públicas y a qué obligacioncs específi
cas deben supeditarse.

4. La presente Directiva no afecta a las medidas adoptadas a

escala comunitaria o nacional, respetando el Derecho comunita-
rio, para fomentar la diversidad cultural y lingüística y garanti-
zar la defensa del pluralismo de los medios dc comunicación.

l. En la presente Directiva se establecen las disposiciones
generales necesarias para facilitar el ejercicio de la libertad de
establecimiento de los prestadores de servicios y la libre circula-
ción de los servicios, manteniendo, al mismo tiempo, un nivel
elevado de calidad en los servicios.

2. La presente Directiva no trata la liberalización de servicios
de interés económico general reservados a las entidades públicas
o privadas ni la privatización de entidades públicas prestadoras
de servicios.

3. La presente Directiva no trata la abolición de monopolios
prestadores de servicios ni las ayudas concedidas por los Estados
miembros amparadas por noñnas comunitarias sobre
competencia.

(1
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3. Los Estados miembros aplicarán 1o dispuesto en la presente
Directiva de acuerdo con las normas del Tratado por las que se

rigen el derecho de establecimiento y la libre circulacién de
servicios.

medio ambiente y del entomo urbano, la sanidad animal, la
propiedad intelectual e industrial, la conservación del patri-
monio histórico y artístico nacional y los objetivos de lapoli
tica social y cultural;

9) oautoridad competente,, cualquier organismo o entidad, en
un Estado miembro, que lleve a cabo el control o la regula-
ción de las actividades de servicios y, concretamente, las
autoridades administrativas, incluidos los tribunales que
actúen como tales, los colegios profesionales y las asociacio-
nes u organismos profesionales que, en el marco de su auto-
nomía jurídica, regulan de forma colectiva el acceso a las
actiüdades de servicios o su ejercicio;

tutíaio 4

Deffniciones

A efectos de la presente Directiva se entenderá por:

4) oEstado miembro de establecimiento,, el Estado miembro en
cuyo territorio tenga su establecimiento el prestador del ser-
ücio de que se trate;

5) nestablecimientou, ejercicio efectivo de una actividad econó-
mica a que se hace referencia en el artículo 4l del Tratado
por una duración indeterminada y por medio de una infra-
estructura estable a partir de la cual se lleva a cabo efectiva-
mente la prestación de servicios;

6)

l0) *Estado miembro de destino,, el Estado miembro donde
suministra un servicio un prestador establecido en otro
Estado miembro;

?\

1) (sereicioD cualquier actividad económica por cuenta propia,
prestada normalmente a cambio de una remuneración, con-
templada en el artículo 50 del Tratado;

uprestadoru, cualquier persona física con la nacionalidad de
un Estado miembro o cualquier persona jurídica de las con-
templadas en el artículo 48 del Tratado y establecida en un
Estado miembro, que ofrezca o preste un serrricio;

3) ndestinatario,, cualquier persona física con la nacionalidad de
un Estacio miembro o que se beneficie de los derechos con-
cedidos a estas por los actos comunitarios, o cualquier per-
sona jurídica de las contempladas en el artículo 48 del
Tratado y establecida en un Estado miembro, que urilice o
desee utilizar un servicio con fines profesionales o de otro
tipo;

1l) "profesión regulada,, la actiüdad o conjunto de actiüdades
profesionales tal y como se definen en el artículo ), apar-
tado 1, letra a), de la Directiva 20051161C8;

12) (comunicación comercial,, cualquier forma de comunicación
destinada a promocionar, directa o indirectamente, bienes,
servicios o la imagen de una empresa, organización o per-
sona con una actividad comercial, industrial o artesanal o
que ejerza una profesión regulada; no se consideran comu-
nicaciones comerciales en sí mismas las siguientes:

a) los datos que permiten acceder directamente a la activi-
dad de dicha empresa, organización o persona y, con-
cretamente, el nombre de dominio o la dirección de
correo electrónico,

nrégimen de autorizaciónD, cualquier procedimiento en vir-
tud del cual el prestador o el destinatario están obligados a

hacer un trámite ante la autoridad competente para obtener
un documento oficial o una decisión implícita sobre el
acceso a una actividad de servicios o su ejercicio;

7) (requisito>, cualquier obligación, prohibición, condición o
límite previstos en las disposiciones legales, reglamentarias
o administrativas de los Estados miembros o deiivados de la
jurisprudencia, de las prácticas administrativas, de las nor-
mas de los colegios profesionales o de las nonnas colectivas
de asociaciones o de organismos profesionales y adoptados
en ejercicio de su autonomía jurídica; las normas derivadas
de convenios colectivos negociados por los interlocutores
sociales no se considerarán requisitos a efectos de la pre-
sente Directiva;

b) las comunicaciones relativas a los bienes, servicios o a

Ia imagen de dicha empresa, organización o persona,
elaboradas de forma independiente, especialmente
cuando se facilitan sin contrapartida económica.

CAPíTUIO II

SIMPTIFICACIÓN ADMINISTRATTVA

Artíalo 5

Simpüficación de los procedimientos

2. La Comisión podrá, de conformidad con el procedimiento
mencionado en el artículo 40, apartado 2, establecer formula-
rios armonizados a escala comunitaria referentes a certificados,
acreditaciones u otros documentos requeridos para el estableci-
miento de un prestador.

1. Los Estados miembros verificarán los procedimientos y trá-
mites aplicables al acceso a una actividad de servicios y a su ejer-
cicio. Cuando los procedimientos y formalidades estudiados de
conformidad con este apartado no sean lo suficientcmentc sim-
ples, los Estados miembros los simplificarán.8) (razón imperiosa de interés generalu, razón reconocida como

tal en la jurisprudencia del Tribunal de Justicia, incluidas las
siguientes: el orden público, la seguridad pública, la protec-
ción ciüI, la salud pública, la preservación del equilibrio
financiero del régimen de seguridad social, la proteición de
los consumidores, de los destinatarios de servicios y de los
trabajadores, las exigencias de la buena fe en las transaccio-
nes comerciales, la lucha contra el fraude, la protección del
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5. Los Estados miembros y la Comisión tomarán medidas
complementarias para fomentar que en las ventanillas únicas
pueda accederse a la información contemplada en el presente
artículo en otras lenguas comunitarias. Esto no interferirá con la
legislación de los Estados miembros sobre el uso de las lenguas.

6. La obligación de las autoridades competentes de asistir a

los prestadores y los destinatarios no les exige que faciliten ase-
soramiento jurídico en casos particulares, sino que se refiere úni-
camente a información general sobre la forma en que suelen
interpretarse o aplicarse los requisitos.

Artíulo 8

Procedimientos por \ría electrónica

c) el objetivo perseguido no se puede conseguir mediante una
medida menos restrictiva, en concreto porque un conüol d

posteion se produciría demasiado tarde para ser realmente
eficaz.

2. En el informe mencionado en el artículo 39, apartado 1,
los Estados miembros indicarán sus regímenes de autorización
así como los motivos en que se fundan, demostrando su compa-
tibilidad con el apartado 1 del presente artículo.

J. La presente sección no se aplicará a los regímenes de auto-
ización regidos directa o indirectamente por otros instrumentos
comunit¿rios.

Artíwlo 10

Condiciones para la concesión de la autorización

2. El apartado 1 no se aplicará a las inspecciones del lugar en
que se presta el seryicio o del equipo utilizado por el prestador
ni al examen físico de la capacidad o de la integridad personal
del prestador o del personal responsable.

3. Con arreglo al procedimiento contemplado en el artí-
culo 40, apartado 2, la Comisión adoptará norrnas de desarrollo
para la aplicación del apartado I del presente arrículo, con el fin
de facilitar la interoperabilidad de los sistemas de información y
la utilización de los procedimientos electrónicos entre los Esta-
dos miembros, teniendo en cuenta las normas comunes desarro-
lladas a escala comunitaria.

2. Los criterios contemplados en el apartado 1 deberán reunir
las características siguientes:

a) no ser discriminatorios;

b) estarjustificados por una razón imperiosa de interés general;

c) ser proporcionados a dicho objetivo de interés general;

d) ser claros e inequívocos;

e) ser objetivos;

f) ser hechos públicos con antelación;

C) ser transparentes y accesibles.

3. Las condiciones de concesión de una autorización para un
nuevo establecimiento no deberán dar lugar a solapamientos con
los requisitos y controles equivalentes o comparables en lo esen-
cial por su finalidad a los que ya esré sometido el prestador en
otro Estado miembro o en el mismo Estado miembro. Los pun-
tos de contacto contemplados en el artículo 28, apatado 2,y el
prestador deberán colaborar con la autoridad competente facili-
tando la información necesaria sobrc dichos requisitos.

l. Los Estados miembros harán lo necesario para que todos
los procedimientos y trámites relativos al acceso a una actividad
de servicios y a su ejercicio se puedan rcalizar fácilmenre, a dis-
tancia y por vía electrónica, a través de la ventanilla única de que
se trate y ante las autoridades competentes.

1. Los regímenes de autorización deberán basarse en criterios
que delimiten el ejercicio de la facultad de apreciación de las auto-
ridades competentes con el fin de que dicha facultad no se ejerza
de forma arbitraria.

4. La autorización deberá permitir al prestador acceder a la
actividad de servicios o eiercerla en la totalidad del territorio
nacional, incluido medianie la creación de agencias, sucursales,
filiales u oficinas, salvo que haya una razón imperiosa de interés
general que justifique una autorización individual para cada esra-
blecimiento o una autorización que se limite a una parte especí-
fica del territorio.

CAPÍTULO ilI

LIBERTAD DE ESTABLECIMTENTO DE LOS PRESTADORES

SECCTóN I

Autorizaciones

Artíaio 9

Regímenes de autorización

a) el régimen de autorización no es discriminatorio para el
prestador de que se trata;

b) la necesidad de un régimen de autorización está justificada
por una razón imperiosa de interés general;

l. Los Estados miembros solo podrán supeditar el acceso a

una actividad de servicios y su ejercicio a un régimen de autori-
zación cuando se reúnan las siguientes condiciones:

5. La autorización dcbcrá conccdcrse una vez sc haya detcr-
minado, a la üsta de un examen adecuado, que se cumplen las
condiciones para obtenerla.
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c) cuando proceda, la indicación de que, a falta de respuesta
una vez transcurrido el plazo establecido, se considerará con-
cedida la autorización.

6. Si la solicitud está incompleta, se deberá informar a los inte-
resados lo antes posible de que deben presentar documentación
adicional y de los posibles efectos sobre el plazo contemplado
en el apartado 3.

5) aplicación, caso por caso, de una prueba económica consis-
tente en supeditar la concesión de la autorización a que se

demuestre la edstencia de una necesidad económica o de
una demanda en el mercado, a que se evalúen los efectos
económicos, posibles o reales, de la actividad o a que se haga
una apreciación de si la actividad se ajusta a los objetivos de
programación económica fijados por la autoridad compe-
tente; esta prohibición no afectará a los requisitos de plani-
ficación que no sean de naturaleza económica, sino que
defiendan razones imperiosas de interés general;

7. Cuando se desestime una solicitud debido a que incumple
los procedimientos o los trámites requeridos, los solicitantes
deberán ser informados lo antes posible de dicha desestimación.

6) intervención directa o indirecta de competidores, incluso
dentro de órganos consultivos, en la concesión de autoriza-
ciones o en la adopción de otras decisiones de las autorida-
des competentes, con excepción de los colegios profesionales
y de las asociaciones y organismos que actúen como autori-
dad competente; esta prohibición no afectará a la consulta
de organismos como las cámaras de comercio o los interlo-
cutores sociales sobre asuntos distintos a las solicitudes de
autorización individuales, ni a una consulta del público en
general;

7) obligación de constituir un aval ffnanciero, de participar en
él o de suscribir un seguro con un prestador u organismo
establecido en el territorio nacional. Ello no afectará a la
posibilidad de los Estados miembros de exigir garantías de
un seguro o ffnancieras como tales, ni a los requisitos rela-
tivos a la participación en fondos colectivos de compensa-
ción, por ejemplo, para miembros de colegios u
organizaciones profesionales;

8) obligación de haber estado inscrito con carácter previo
durante un peíodo determinado en los registros existentes
en el territorio nacional o de haber ejercido previamente la
actividad durante un período determinado en dicho
territorio.

Artíulo 15

Requisitos por evaluar

1. Los Estados miembros examinarán si en su ordenamiento
jurídico están previstos los requisitos contemplados en el apar-
tado 2yharánlo necesario para que dichos requisitos sean com-
patibles con las condiciones contempladas en el apartado 3. Los
Estados miembros adaptarán sus disposiciones legales, reglamen-
tarias o administrativas con el fin de lograr que sean compat!
bles con dichas condiciones.

2. Los Estados miembros examinarán si sus respectivos orde-
namientos jurídicos supeditan el acceso a una actividad de servi
cios o su ejercicio al cumplimiento de los siguientes requisitos
no discriminatorios:

a) límites cuantitativos o territoriales y, concretamente, límites
fi¡ados en función de la población o de una distancia geo-
gráfica mínima entre prestadores;

b) requisitos que obliguen al prestador a constituirse adop-
tando una forma jurídica particular;

c) requisitos relativos a la posesión de capital de una sociedad;

SECCIóN 2

Requisitos prohíhidos o supeilitados o a'oluoeión

Artículo 14

Requisitos prohibidos

Los Estados miembros no supeditarán el acceso a una actividad
de servicios o su ejercicio en sus respectivos territorios al cum-
plimiento de los siguientes requisitos:

l) requisitos discriminatorios basados directa o indirectamente
en la nacionalidad o, en lo que se reffere a las sociedades, el
domicilio social, y, especialmente:

a) requisito de nacionalidad para el prestador, su perso-
nal, las personas que posean capital social o los miem-
bros de los órganos de gestión y supervisión,

b) requisito de residir en el territorio nacional para el pres-
tador, su personal, las personas que posean capital social
o los miembros de los órganos de gestión y supervisión;

2) prohibición de estar establecido en varios Estados miembros
o de estar inscrito en los registros o colegios o asociaciones
profesionales de varios Estados miembros;

3) limitaciones de la libertad del prestador para elegir enrre un
establecimiento principal o secundario y, especialmente, la
obligación de que el prestador tenga su establecimiento prin-
cipal en el territorio nacional, o limitaciones de la libertad
de elección entre establecimiento en forma de agencia, de
sucursal o de filial;

4) condiciones de reciprocidad con el Estado miembro en el
que el prestador tenga ya su establecimiento, con excepción
de las previstas en los instrumentos comunitarios en mate-
ria de energía;
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d) aplicación de un regimen contractual
tador y el destinatario que impida o
servicios con carácter independiente;

2. Los Estados miembros no podrán restringir la libre presta-
ción de servicios por parte de un prestador establecido en otro
Estado miembro, mediante la imposición de los siguientes
requisitos:

a) obligación de que el prestador esté establecido en el territo-
rio nacional;

b) obligación de que el prestador obtenga una autorización
concedida por las autoridades competentes nacionales,
incluida la inscripción en un registro o en un colegio o aso-
ciación profesional que exista en el territorio nacional, salvo
en los casos preüstos en la presente Directiva o en otros ins-
trumentos de Derecho comunitario;

c) prohibición de que el prestador se procure en el territorio
nacional cierta forma o tipo de infraestructura, incluida una
oficina o un gabinete, necesaria para llevar a cabo las corres-
pondientes prestaciones;

Aníulo 17

Excepciones adicionales a la libre prestación de servicios

El artículo 1 6 no se aplicará:

1) a los servicios de interés económico general que se presten
en otro Estado miembro, a saber, entre otros:

a) los servicios postales a los que se refiere la Directiva
97l67lCE del Parlamento Europeo y del Consejo, de
15 de diciembre de 7997, relativa a las normas comu-
nes para el desarrollo del mercado interior de los servi-
cios postales de la Comunidad y la mejora de la calidad
del servicio (t);

b) los servicios del sector eléctrico a que se refiere la Direc-
tiva 20011541CE del Parlamento Europeo y del Consejo,
de 26 de junio de 2003, sobre normas comunes para el
mercado interior de la electricidad (2);

c) los servicios del sector del gas a que se refiere la Direc-
tiva 20031551CE del Parlamento Europeo y del Consejo,
de26 dejunio de 2003, sobre norrnas comunes para el
mercado interior del gas natural (3);

d) los servicios de distribución y suministo de agua y los
servicios de aguas residuales;

e) el tratamiento de residuos;

2) a las materias que abarca la Directiva 96l7llcE;

3) a las materias a las que se refiere 1a Directiva 95la6lCE del
Parlamento Europeo y del Consejo, de 24 de octubre de
1995, relativa a la protección de las personas físicas en lo
que respecta al tratamiento de datos personales y a la libre
circulación de estos datos (a);

a las materias a las que se refiere la Directiva 77l249lCEE
del Consejo, de 22 de marzo de 797 7 , dingida a facilitar el
ejercicio efectivo de la libre prestación de servicios por los
abogados (5);

5) a las actividades de cobro de deudas por vía judicial;

(') DO t 15 de 21.1.1998, p. 14. Directiva modificada en último lugar
por el Reglamento (CE) n" 188212003 (DO t 284 de 31.10.2003,
p. 1).

('?) DO L 176 de 15.7.2003,p.17. Directiva modificada en último lugar
por la Decisión 200616531C8 de la Comisión (DO L 270 de
29.9.2006, p.72).

f) Do L 17 6 de 15.7.2003, p. 57.
(4) DO L 281 de 23.1 1.1 99 5, p. 31. Di¡ectiva modificada en último lugar

por el Reglamento (CE) n" 188212003.
(5) DO t 78 d,e 26.1.1977, p. 17. Directiva modificada en último lugar

por el Acta de adhesión de 2003.

particular
limite la

entre el pres-
prestación de

e) obligación de que el prestador posea un documento de iden-
tidad específico para el ejercicio de una actividad de servi-
cios, expedido por las autoridades competentes;

f) requisitos sobre el uso de equipos y material que forman
parte integrante de la prestación de servicios, con excepción
de los necesarios para la salud y la seguridad en el trabalo;

c) las restricciones de la libre circulación de servicios contem-
pladas en el artículo 19.

4. A más tardar el 28 de diciembre de 2011, la Comisión,
previa consulta con los Estados miembros y los interlocutores
sociales a escala comunitaria, presentará al Parlamento Europeo
y al Consejo un informe sobre la aplicación del presente artí-
culo, en el que examinará la necesidad de proponer medidas de
armonización respecto de las actiüdades de servicios.cubiertas
por la presente Directiva.

3. Las presentes disposiciones no impedirán que el Estado
miembro al que se desplace el prestador ímponga, con respecto
a la prestación de una actividad de servicios, requisitos que estén
justificados por razones de orden público, seguridad pública,
salud pública o protección del medio ambiente y en conform!
dad con el apartado l. Tampoco impedirán que el Estado miem-
bro aplique, de conformidad con el Derecho comunitario, sus

disposiciones en materia de condiciones de empleo, incluidas las
establecidas por convenios colectivos.

4)
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b) limitaciones discriminatorias de las posibilidades de conce-
sión de ayudas económicas debido a que el prestador esté
establecido en otro Estado miembro o en función del lugar
de ejecución de la prestación.

Artículo 20

Prohibicién de discriminación

1. Los Estados miembros harán 1o necesario para que el des-
tinatario no se vea sujeto a requisitos discriminatorios basados
en su nacionalidad o en su lugar de residencia.

2. Los Estados miembros harán lo necesario para que las con-
diciones generales de acceso a un seryicio que el prestador ponga
a disposición del público no contengan condiciones discrimina-
torias basadas en la nacionalidad o el lugar de residencia del des-
tinatario, sin que ello menoscabe la posibilidad de establecer
diferencias en las condiciones de acceso directamente justifica-
das por criterios objetivos.

Artíulo 21

Asistencia a los destinatarios

1. Los Estados miembros harán lo necesario para que los des-
tinatarios puedan obtener en sus Estados miembros de residencia:

a) información general sobre los requisitos aplicables en los
demás Estados miembros al acceso a las adividades de ser-
vicios y a su ejercicio, especialmente la información relacio-
nada con la protección de los consumidores;

b) información general sobre las vías de recurso disponibles en
caso de litigio entre el prestador y el destinatario;

3. En cumplimiento de los requisitos estipulados en los apar-
tados I y 2, el organismo al que recurra el destinatario, si fuera
necesario, se dirigirá al organismo del Estado miembro de que se

trate. Este último deberá comunicar los datos solicitados lo antes
posible al organismo solicitante, que remitirá la información al
destinatario. Los Estados miembros harán lo necesario para que
estos organismos se presten asistencia recíproca y hagan lo nece-
sario para cooperar entre sí de forma eficaz. Junto con la Comi-
sión, los Estados miembros establecerán las medidas prácricas
necesarias para la aplicación del apartado l.

4. La Comisión adoptará, con arreglo al procedimiento a que
se refiere el artículo 40, apartado 2, las medidas de aplicación de
los apartados l, 2 y 1 del presente artículo, especificando los
detalles técnicos de los intercambios de información entre orga-
nismos de Estados miembros distintos y, particulannente, de la
interoperabilidad de los sistemas de información, teniendo en
cuenta noffnas comunes.

CAPíTULO V

CALIDAD DE tOS SERVICIOS

Artíulo 22

Informacién sobre los prestadores y sus servicios

1. Los Estados miembros harán lo necesario para que los pres-
tadores pongan a disposición del destinatario la información
siguiente:

nombre, estatuto y forma jurídica del prestador, dirección
geográfica donde tiene su establecimiento y los datos que
permitan ponerse rápidamente en contacto y comunicar
directamente con é1 y, dado el caso, por vía electrónica;

b) en caso de que el prestador esté inscrito en un registro mer-
cantil u otro registro público análogo, dicho registro mer-
cantil y su número de inscripción, o los medios equivalentes
de identiffcación que figuren en dicho registro;

c) en caso de quc la actividad esté sometida a un régimen de
autorización, los datos de la autoridad competente o de la
ventanilla única;

d) en caso de que el prestador ejerza una actividad suieta al
IVA, el número de identiffcación mencionado en el arti
culo 22, apartado l, de la Sexta Directiva 77l388lCEE del
Consejo, de l7 de mayo de 7977 , en materia de armoniza-
ción de las legislaciones de los estados miembros relativas a

los impuestos sobre el volumen de negocios - Sistema
común del Impuesto sobrc el Valor Añadido: basc impon!
ble uniforme (t);

(r) DO L 145 de 13.6.197 7, p. 1. Directiva modificada en último lugar
por Ia Directiva 2006/18/CE (DO L 5i de 22.2.2006, p. 121.

a)

c) datos de las asociaciones u organizaciones, incluidos los cen-
tros de la Red de centros europeos de los consumidores, que
pueden ofrecer a los prestadores o destinatarios asistencia
práctica.

Si fuera necesario, el asesoramiento de las autoridades competen-
tes incluirá una guía simple y detallada. La información y la asis-
tencia se facilitarán de forma clara e inequívoca, se podrá acceder
a ellas fácilmente a distancia, incluido por vía electrónica, y se

mantendrán actualizadas.

2, Los Estados miembros podrán conffar el cometido contem-
plado en el apartado 1 a las ventanillas únicas o a cualquier otro
organismo, como los puntos de contacto de la Red de centros
europeos de los consumidores, las asociaciones de consumido-
res o los centros de información empresarial (Euro Info Centres).

Los Estados miembros comunicarán a la Comisión los nombres
y las señas de los organismos designados. La Comisión los enviará
a todos los Estados miembros.
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2. Cuando un prestador se establezca en su territorio, los Esta-
dos miembros no eúgirán necesariamente un seguro de respon-
sabilidad profesional o una garantía a un en caso de que dicho
prestador ya esté cubierto por una garantía equivalente o com-
parable en lo esencial en cuanto a su finalidad y a la cobertura
que ofrece en términos de riesgo asegurado, suma asegurada o
límite de la garantía y posibles exclusiones de la cobertura en
otro Estado miembro en el que ya esté establecido. Si la equiva-
lencia solo es parcial, los Estados miembros podrán pedir una
gatantía complementaria para cubrir los elementos que aún no
estén cubiertos.

Cuando un Estado miembro exija a los prestadores establecidos
en su territorio que suscriban un seguro de responsabilidad pro-
fesional u otra garantía, ese Estado miembro aceptará como
prueba suficiente un certificado relativo a tal seguro emitido por
entidades de crédito y aseguradoras establecidas en otro Estado
miembro.

3. Los apartados I y 2 no afectarán a los seguros profesiona-
les o a otras garantías establecidas en otros instrumentos
comunitarios.

4, En el marco de la aplicación del apartado 1, la Comisión
podrá, con arreglo al procedimiento de reglamentación a que se

refiere el artículo 40, apartado 2, fijar :una lista de servicios que
presenten las características a las que se refiere el apartado I del
presente artículo. La Comisión también podrá adoptar, de con-
formidad con el procedimiento a que se refiere el artículo 40,
apartado 3, medidas destinadas a modificar elementos no esen-
ciales de la presente Directiva, completándola mediante el esta-
blecimiento de criterios comunes que permitan deffnir si el seguro
o las garantías mencionados en el apartado I del presente arti
culo, resultan apropiados con respecto alanaturalezay al alcance
del riesgo.

5. A efectos del presente artículo se entenderá por:

- nriesgo directo y concreto,, un riesgo que surge directamente
de la prestación del servicio;

- usalud o seguridado, en relación con un destinatario o un ter-
cero, la prevención del fallecimiento o de lesiones persona-
les graves;

- nseguridad financierar, en relación con un destinatario, la pre-
vención de pérdidas importantes de dinero o de valor de sus

bienes;

- 
(seguro de responsabilidad profesionaln, el seguro contra-
tado por un prestador en relación con las responsabilidades
potenciales hacia los destinatarios y, en su caso, hacia terce-
ros, derivados de la prestación del servicio.

Artíulo 24

Comunicaciones comerciales de las prof€siones reguladas

l. Los Estados miembros suprimirán las prohibiciones torales
de realizar comunicaciones comerciales en el caso de las profe-
siones reguladas.

2. Los Estados miembros harán 1o necesario para que las
comunicaciones comerciales de las profesiones reguladas se

hagan cumpliendo las nonnas profesionales conformes al Dere-
cho comunitario que tienen por objeto, concretamente, la inde-
pendencia, dignidad e integridad de la profesión, así como el
secreto profesional, de manera coherente con el carácter especí-
fico de cada profesión. Las normas profesionales en materia de
comunicaciones comerciales serán no discriminatorias, estarán
justificadas por una razón imperiosa de interés general y serán
proporcionadas.

Artíulo 25

Actividades multidisciplinares

l. Los Estados miembros harán lo necesario para que los pres-
tadores no se vean sujetos a requisitos que les obliguen a ejercer
exclusivamente una actividad específica o que limiten el ejercicio
conjunto o en asociación de distintas actMdades.

No obstante lo dispuesto, los siguientes prestadores podrán verse
sujetos a este tipo de requisitos:

las profesiones reguladas, en la medida en que esté iustifi-
cado para garantizar el cumplimiento de requisitos deonto-
lógicos distintos debidos al carácter específico de cada
profesión, y sea necesario para garanfizar su independencia
e imparcialidad;

b) los prestadores que realicen servicios de certificación, acre-
ditación, control técnico, pruebas o ensayos, en la medida
en que esté justificado para garantizar su independencia e

imparcialidad.

2. En los casos en que las actividades multidisciplinares entre
pr€stadores contemplados en el apartado 1, letras a) y b), estén
autorizadas, Ios Estados miembros harán lo necesario para:

a) prevenir conflictos de intereses e incompatibilidades entre
determinadas actividades;

b) gaftnlizar la
determinadas

independencia e imparcialidad que requieren
actiüdades;

c) Earantizar que los requisitos deontológicos de las distintas
actiüdades sean compatibles entre sí, en especial en lo que
se reffere al secreto profesional.

3. En el informe preüsto en el artículo 39, apartado l, los
Estados miembros indicarán los prestadores sujetos a los requisi-
tos contemplados en el apartado I del presente artículo, el con-
tenido de dichos requisitos y los motivos por los quc consideran
que están justificados.

a)
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l. Las solicitudes de información y las peticiones para que se

lleven a cabo controles, inspecciones e investigaciones con arre-
glo a este capítulo estarán debidamente motivadas, en parricular,
especificando el moti.¿o de la petición. La información intercam-
biada se utilizará únicamente con respecto al asunto para el que
se solicitó.

4, Cuando se reciba una solicitud de asistencia de las autori-
dades competentes de otro Estado miembro, los Estados miem-
bros harán lo necesario para que los prestadores establecidos
en su territorio comuniquen a las autoridades competentes nacio-
nales cualquier información necesaria para el control de sus
actividades de conformidad con sus legislaciones nacionales
resPectivas.

5. Si un Estado miembro tiene dificultades para satisfacer una
petición de información o de realización de controles, inspeccio-
nes o investigaciones avisará rápidamente al Estado miembro
solicitante para buscar una solución.

6. Los Estados miembros facilitarán 1o antes posible y por vía
electrónica la información solicitada por otros Estados miem-
bros o por la Comisión.

7. Los Estados miembros harán lo necesario para que los regis-
tros en los que estén inscritos los prestadores y que puedan ser
consultados por las autoridades competentes de su territorio lo
puedan ser también en las mismas condiciones por las autorida-
des competentes equivalentes de los demás Estados miembros.

8. Los Estados miembros comunicarán a la Comisión infor-
mación sobre casos en que otros Estados miembros incumplen
su obligación de asistencia recíproca. En caso necesario, la Comi-
sión adoptará medidas apropiadas, incluido el procedimiento
establecido en el artículo 226 del Tratado, para garantizar que
los Estados miembros de que se trate cumplan su obligación de
asistencia recíproca. La Comisión informari periódicaminte a los
Estados miembros sobre el funcionamiento de las disposiciones
en materia de asistencia recíproca.

autoridades competentes podrán decidir las medidas más adecua-
das para cada caso con el fin de responder a la petición de otro
Estado miembro.

3. En cuanto un Estado miembro tenga un conocimiento real
de un comportamiento o de hechos concretos de un prestador
que esté establecido en su territorio y preste servicios en otros
Estados miembros que, a su entender, puedan causar un perjui-
cio grave para Ia salud o la seguridad de las personas o del medio
ambiente, informará de ello lo antes posible a todos los Estados
miembros y a la Comisión.

Artíaio 30

Supervisión por parte del Estado miembro de
establecimiento en caso de desplazamiento temporal de un

prestador a otro Estado miembro

l. En relación con los casos no preüstos en el artículo 31,
apartado 1, el Estado miembro de establecimiento garantizará
que el cumplimiento de sus requisitos se controle con arreglo a

las facultades de supervisión previstas en su legislación nacional,
en particular mediante medidas de control en el lugar de estable-
cimiento del prestador.

2. El Estado miembro de establecimiento no dejará de llevar a

cabo medidas de control o coercitivas en su territorio por el
hecho de que el servicio se haya prestado o haya provocado per-
juicios en otro Estado miembro.

t. La obligación establecida en el apartado 1 no implicará que
el Estado miembro de establecimiento deba realizar comproba-
ciones y controles en el territorio del Estado miembro en el que
se preste el servicio. Tales comprobaciones y controles serán eféc-
tuados por las autoridades del Estado miembro en que el presta-
dor esté operando temporalmente, a petición del Estado miembro
de establecimiento, con arreglo al artículo 31.

Artíulo 29

Obligaciones generales de asistencia recíproca del Estado
miembro de establecimiento

l. En relación con los prestadores que presten servicios en
otro Estado miembro, el Estado miembro de establecimjento faci-
litará la información que le solicite otro Estado miembro sobre
los que estén establecidos en su territorio y, especialmente, la
confirmación de su establecimiento en territorio nacional y del
hecho de que no tiene conocimiento de que ejerzan sus activida-
des en é1 ilegalmente.

supervisión por parre ffii:i:miembro en el que se
preste el servicio en caso de desplazamiento del prestador

1 En relación con los requisitos nacionales que pueden impo-
nerse con arreglo a los artículos 76 ó 17, el Estado miembro en
el que se presta el seryicio será responsable de la supervisión de
la actiüdad del prestador en su territorio. De conformidad con
el Derecho comunitario, el Estado miembro cn el que sc presta
el servicio:

a) tomará todas las medidas necesarias para gar^ntizar que el
prestador respeta los requisitos aplicables al acceso a una
actiüdad o a su ejercicio;

2. El Estado miembro de establecimiento procederá a las com-
probaciones, inspecciones e investigaciones que le solicite otro
Estado miembro c informará a este último de los rcsultados y,
cuando proceda, de las medidas adoptadas. Al hacerlo, las auto-
ridades competentes actuarán dentro de los límites de las com-
petencias que tengan asignadas en su Estado miembro. Las
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2. El Estado miembro al que se refiere el apartado I pedirá al
Estado miembro de establecimiento que tome medidas contra el
prestador de que se trate y facilitará todos los datos pertinentes
sobre el servicio en cuestión y sobre las circunstanciai del caso.

El Estado miembro de establecimiento comprobará lo antes posi-
ble si el prestador ejerce sus actividades de forma legal, así como
los hechos que dieron origen a la petición. Dicho Estado miem-
bro comunicará asimismo lo antes posible al Estado miembro
que haya hecho la petición las medidas que ha tomado o pre-
visto o, cuando proceda, por qué motivos no ha tomado medida
alguna.

3. Una vez que el Estado miembro de establecimiento haya
comunicado la información contemplada en el apartado 2,

segundo pfurafo, el Estado miembro que haya hecho la perición
notificará a la Comisión y al Estado miembro de establecimiento
su intención de tomar medidas e indicará:

a) los motivos por los que considera que las medidas adopta-
das o preüstas por el Estado miembro de establecimiento
son insuficientes;

b)

4. Las medidas únicamente se podrán tomar una vez transcu-
rrido un plazo de quince días laborables a partir de la notifica-
ción prevista en el apartado 3.

5. Sin perjuicio de la facultad del Estado miembro que haya
hecho la petición de tomar las medidas en cuestión una vez trans-
currido e\ plazo fi¡ado en el apartado 4, la Comisión examinará
lo antes posible si las medidas notificadas son compatibles con
el Derecho comunitario.

Si la Comisión llega a la conclusión de que las medidas son
incompatibles con el Derecho comunitario, adoptará una deci-
sión para pedir al Estado miembro correspondiente que se abs-
tenga de tomar las medidas previstas o que ponga fin
urgentemente a las medidas de que se trate.

6, En caso de urgencia, el Estado miembro que prevea tomar
una medida podrá establecer una excepción a lo dispuesto en los
apartados 2, 3 y 4. En ese caso, las medidas se notificarán lo
antes posible a la Comisión y al Estado miembro de estableci-
miento, indicando los motivos por los que el Estado miembro
considera que se trata de un caso urgente.

Artíalo 36

Medidas de aplicación

La Comisión adoptará, con arreglo al procedimiento contem-
plado en el artículo 40, apartado 3, las medidas de aplicación
destinadas a modificar elementos no esenciales dcl presente capí-
tulo completándolo mediante la fijación de los plazos a los que
se refieren los artículos 28 y )5. La Comisión adoptará asi-
mismo, de conformidad con el procedimiento contemplado en

el artículo 40, apartado 2, las medidas prácticas de los intercam-
bios de información por vía elecffónica enfte los Estados miem-
bros, particularmente las disposiciones relativas a la
interoperabilidad de los sisremas de información.

CAPíTULO VT

PROGRAMA DE CO}{VERGENCTA

Artíatlo 37

Códigos de conducta a escala comunitaria

1. Los Estados miembros, en colaboración con la Comisión,
tomarán medidas complementarias para fomentar la elaboración
a escala comunitaria, en particular por colegios, organizaciones
y asociaciones profesionales, de códigos de conducta destinados
a facilitar la prestación de servicios o el establecimiento de un
prestador en otro Estado miembro, de conformidad con el Dere-
cho comunitario.

Artíwlo 38

Armonización complementaria

A más tardar el 28 de diciembre de 2010, la Comisión exami-
nará la posibilidad de presentar propuestas de instrumentos de
armonización sobre los siguientes puntos:

") el acceso a la actividad de cobro de deudas por vía judicial;

b) los servicios de seguridad privada y de transporte de fondos
y objetos de valor.

Artíulo 39

Evaluación recíproca

1. A más tardar el 28 de diciembre de 2009, los Estados
miembros presentarán a la Comisión un informe con la informa-
ción indicada en los siguientes artículos:

a) el artículo 9, apartado 2, sobre los regímenes de
autorización;

b) el artículo 1 5, apartado 5, sobre los requisitos supeditados a

evaluación;

c) el artículo 25, apartado 3, sobre las actividadcs
multidisciplinares.

ros morivos por los que considera que las medidas que.prevé ;..*1":Tl11x:il:'iliHTffi,i',UfntJái,H:TJ::il
adoptar cumplen las condiciones previstas en el artículo 18. ducta contemplados en el apartado 1.
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2. Los Estados miembros comunicarán a la Comisión el texto
de las principales disposiciones de Derecho interno que adopten
en el ámbito regulado por la presente Directiva. ":Í::;'",

Los destinatarios de la presente Directiva son los Estados
miembros.

Hecho en Estrasburgo, el 12 de diciembre de 2006
Artíatlo 45

Entrada en vigor

La presente Directiva entrará en vigor al día siguiente de su publi-
cación en elDiaúo Ofidal delallniónEuropea.

Por el Parlamento Europeo

El hesidente

I. BORRELT FONTELLES

Por el Consejo

El hesidente

M. PEKKARINEN



lDirectiva 2006/123/CE" de 12 de diciembre)

Madrid, 8 de sePtiembre de 2009

BORRADOR
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a

1. OBJETO

El presente informe jurídico se emiter con el objeto de analizar las.modificaciones que

luW:iuque introducii en la normativa colegial estatal que afecta a-los psicólogos-y' en

particular, en los EstatJos Provisionales dél Consejo General de Colegios Oficiales de

psicólogos C,CGCOP';), aprobados por ORDEN Eall246l12006, de 24 de julio, por la

q;. ;?itp;ne la pubílcu"iOn d" los Estatutos provisionales del Consejo General de

óoi.gio, Ofi.iul", áe Psicólogos ("Estatutos provisionaft 
-d-".1 

CGCOP') y el Código

J"oníologl.o del psicólogo,áe zi de marzo de 1993 ("Código deontológico"), para

adaptar la referida no*uá,nu a la Directiva2006ll23lCE del Parlamento Europeo y del

óotir..¡o, de 12 de ¿i.i"*ur. de 2006, relativa a los servicios en el mercado interior

(o'Directiva de Servicios")'

2, ANTECEDENTES

con fecha 2g de diciembre de 2006 entró en vigor la Directiva de servicios, que tiene

Ñ "bii; 
establecer "las disposiciones generales necesarias para facilitar el eiercicio

he b iibertad de establecimiinto de los ptrestadores de servicios y la libre circulación de

los servicios, manteniendo, al mismo tiempo, un nivel elevado de calidqd de los

servicios" (artículo I )'

Los Estados miembros disponen de un plazo de tres años para trasponer la Directiva,

que, en consecuencia,ftnalizael 28 de diciembre de 2009'

En julio de 2007,Ia comisión Delegada del Gobierno para Asuntos Económicos aprobó

.i p.gruru de Trabajo para la transposición de la citada norma comunitaria.

En la actualidad, según informa el propio Ministerio de Economía y Hacienda en su

ñil-'|.i;l-iui"" o"l desarrollo dil referido Programa de Trabajo, se están

deiarrollando las siguientes líneas de actuación:

- Elaboración de una ley horizontal de transposición que promueva una aplicación

amplia de los principios generales de la Directiva de servicios con pocas

resiricciones (Proyectoie Le! sobre el libre acceso a las actividades de servicios y su

ejercicio; en 1o sutesivo, 'oProyecto de Ley de Servicios")'

- Elaboración de una ley sectorial, que modificará toda la normativa estatal de rango

t.gul puru adecuarla a ía futura Ley^sobre el libre accsso y ejercicio de las actividades

de servicios qu, trurfon. la Direciiva de Servicios (Proyecto de Ley de Modificació.n

de diversas try", puá.u adaptación alaLey sobre el libre acceso a las actividades de

servicios y su-ejeicicio; en adelante' "Proyecto de Ley Omnibus")'

llli0Sl:-I'.;\

a

a

a

t Este inforrne es de uso intemo para el Consejo General de

que contiene notas y observaciones que afectan únicamente

trabajos que deben ser presentados al Ministerio de Economía

Colegios Oficiales de Psicólogos toda vez

a dicho Consejo y que van más allá de los

y Hacienda.

' http://www.meh.es/es-
ES/Areas%20Tematicas/lnternacional/UnionTo20Europea/PaginaslProgramao/o2ode%20trabajo'aspx
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- Para llevar a cabo la transposición normativa a través de las normas anteriormente

citadas, se han previsto tres fases: (i) identificación de la normativa potencialmente

afectada; (il) evaruacián á" .ot"putiüílidad con la Directiva; y (iii) modificación de la

normativa sectorial.

- Configuración de un esquema de trabajo con Comunidades Autónomas y

corporacione, I_ocuter, queiebe ser simultáneamente sectorial y horizontal.

El Ministerio de Economía y Hacienda, a la hora de hjar su "Estrategia con los Colegios

Profesionales", señala lo siguiente':

Las profesiones colegiadas representan rtn- subsector muy importante dentro del sector

servicios, generando et g,g% iet producto Interior Bruto, y sungn.iey(o el 6,1% del empleo

total (existen alrededor áL- I *¡Ul¿n de colegiados y,r,ponui et iOU del empleo universitario)'

pero además, represent;;)r,á plrro rlouuZn elfunciánamiento del sector seruicios (el 84% de

i";;r;p;;;t en'profesiones cálegiadas se ub.ican en el sector servicios) y, consecuentemenÍe'

iu regulaciAn y funifonamiento si yen afectados por la Direcliva de Servicios.

En este contexto, los Colegios Profesionales, como entidades de Derecho Público con

capacidad paro ordunor*ei'rírri¡ti" áe bs profe.siones, son responsables del cumplimiento de

la Direcliva de Servicios y dáben impulsar su aplicación en vatios ámbitos:

- Informatización de sus procedimientos v Durticioación en la Duesta en marcha de la

ventanilh única.

-IncorDoraciónalosmecanismosdecooDeracióna¡lministrativgDrevistosDorlaDirectiva,

Antes del 28 de diciembrc de 2002. lo-da la trolmativa coleqial (Estatytos Generalesl Estatutos

Particulares v Reslam istur (tdaptada a la Directiva de

Snrririor, lo nu, oign 'li"ho 
no'^oti'n v 

'"nlizo' 
lot

mo tli licac io n es n e c e s ar ias,

ConelfindeadaplarlaregulacióncolegialalaDirectiva,elMinisteriodeEconomíay
Hqcienda ha venido tro,toiaíao con los Cánsejos Generales y Colegios Nacionales desde el

pasado julio de 200g. iii itr:o lado, el pasadi mes de diciembre se ha puesto en marcha una

']r"p"rít" de rrabaio de cqra a la adaptación de la normativa colegial'

Denlrodeesteplandelrabajoelenfoquequeseestásiguiendoeselsiguiente:

- Corrnrrond, o 
"odo 

Conseio Gqner.al v golesio Naclpnal,-osl qoryo a los ministerios con

los oue se rel(rciona r la' a{lapt'ación de la normaliva

"ol"riol 
d, ámbiro rrrffi.rrln*rrrot d" Rérimen lrreriort,

v Colesios Nacionsksmllos ca;os e, qu;AíñÑ inilssr v coordinT la udo'tatión

iit{Oi["l',.\

http://rvu,'w.meh.es/es-

ffi, ,ubruyudo. corresponden al autor que suscribe et presente informe'
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Résimen Interioil,

con el fin de impulsar y coordinar la adaptación de la normativa colegial de ámbito

estatal a la Directiva de Servicios, el CGCóP ha evacuado consulta a este Despacho de

ñ"g;"; p"ra que informe sobre la normativa colegial que puede verse afectada por la

Directiva de Servicios,-"n puttl"utu, sobre los Estatutos provisionales del CGCOP y el

Código deontológico.

A este respecto, deben hacerse dos observaciones prevlas:

- con relación a los Estatutos provisionales del cGCoP -publicados en el

Boletín oficial del Estado, el 2g dejulio de 2006-, hay que tener en cuenta que la Junta

áe Gobierno del CGCOÉ aprobó con fecha 14 y 15 de diciembre de 2007, unos

Estatutos de la organlru"lon colegial. El presente informe se limita a examinar

únicamente los Estatutos provisional-es del cGCoP toda vez que son ellos los que se

hun uproUu¿o de conformiiad con lo previsto en la disposición transitoria primera de la

l"V i1ZOOS de l3 de mayo, por 1a qué se crea el Consejo General de Colegios Oficiales

de Psicólogos.

- con relación al código deontológico, quien suscribe conoce de la existencia de

un borrador O" proy"Á O. riuevo Códifo deontológico y, aunque podría valorarse la

conveniencia de aprovechar este *o*.nto de adaptación de l_a normativa colegial para

ápr"U"r .f nu.uo 
'COOigá, 

no obstante,. el informé se limita igualmente a examinar el

único Código que está actualmente en vigor'

rt*tr*¡t*

COMPATIBILIDADDELANORMATIVACOLEGIALCoNLA
DIRECTIVA DE SERVICIOS

lllt$.-:1"I..\

3.

3.l.ConrespectoalámbitodeaplicacióndelaDirectivadeServicios

La primera cuestión que quizas merece plantearse es si la Psicología está afectada por la

Directiva de Servicios a la vista del ámtito de aplicación que en_ la misma se prevé' En

concreto, el artículo 2,2.fl de la Directiva cle servicios excluye de su ámbito de

aplicación:

"los servicios sanitarios, prestados o no en estqblecimientos sanitqrios'

independientemente de su modo de organización y de financiación a escala

nacíonal y de su carácter público o privado'"'
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También, el artículo 2.2 i) cte la Directiva tle servicios señala que quedan fuera del

ámbito de aplicación de la Directiva:

,,los servicios sociales relativos a la vivienda socíal, la atención a los níños y el

apoyo a familias y personas temporal o permane-ntemente necesitadas

iriporrioiodos porh Ésndo, por présmdores encargados por el Estado o por
^asiciaciones 

debeneficencia reconocidas como tales por el Estado"

En efecto, con relación por ejemplo a la exclusión de "los servicios sanitarios"'

recuérdese que el Real Decieto ig:z7zoog, de 8 de noviembre' por el que se incorpora al

ordenamienio jurídico español la citada Directiva 20051361C8, del Parlamento Europeo y

del consejo, ¿e z ¿e septiernbre de 2005, y la Directiva 2006ll00lcB, del consejo, de 20

de noviembre de 2006, relativas al reconócimiento de cualificaciones profesionales, así

como a determinados aspectos del ejercicio de la profesión de abogado, atiende a los

pri"árogor que ejercen su actividad áentro del sector sanitario, distinguiendo entre los

i:rp""iiirt* en Ésicología Clínicaa y los que realizan actividades sanitarias sin ostentar

el referido título, en los"términos y óondiciones que se indican en.el Anexo II del Real

Decreto 127712003,de 10 de octuúre, por el que se establecen las bases generales sobre

autorización de centros, servicios y establecimientos sanitarios'

Ello derivaría en la exclusión del ámbito de aplicación de la Directiva de todas estas

actividades sanitarias desarrolladas por los psicólogos. Y lo mismo podría decirse de- la

actividad de los psicólogos qu. óo*p..nde, "n 
muchos casos, actividades de las

denominadas 
,,servicios sócialei" como la atención a los niños y el apoyo a familias y

personas temporal o permanentemente necesitadas'

ilt¡0iL-L\

En consecuencia, la afectación de la normativa colegial de los psicólogos a la Directiva

de Servicios va a generar una situación de incertidumbre en la medida que resulta difícil

determinar qué supuestos están efectivamente dentro y qué supuestos quedan excluidos

del ámbito 
'de 

aplicación de aquélla. situación que refuerza, 
_a_ 

nuestro juicio, el

argumento sobre la necesidad dé encuadrar con carácter general la Psicología en el

átíUito sanitario y la vinculación de sus órganos de gobierno a las autoridades estatales

y autonómicas sanitarias.'

3.2. Los requisitos de acceso a la actividad

Otro de los aspectos que, dentro de la metodología propuesta por el Ministerio de

Economía y Hácienda, se'exige examinar en las normas colegiales es el relativo a los

requisitos de acceso a la actividad'

a Articulos 6.3 y l9.l de la Ley 4412003, de 21 de noviembre, de Ordenación de las Profesiones

Sanitarias, en lo sucesivo, la "LOPS", en relación con el Real Decreto 249011998, de 20 de noviembre,

por el que se crea el título oficial de especialista en psicología clínica). De acuerdo con lo disPuesto 6,3 de

laLey 4412003, de 2l de novienrbre, de Ordenación de las Profesiones Sanitarias (LOPS), "son también

profes ionales sa nitaríos de nivel Licenciado quienes se encuenlten en posesión de un título oficial de

especialista en Ciencias de la Salud establecido, conforme a lo prevísto en el artículo l9.l de esta LeY,

para psicólogos, químicos, bíólogos, bioquímicos u otros licenciados universitarios no incluidos en el

número anterior.". En el ámbito de la psicología, el título oficial de especialista en psicología clínica,

creado por el Real Decreto 2490/ I 998, de 20 de noviembre.
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La normativa colegial examinada, esto es, los Estatutos provisionales y ,e,t 
códiso

J"ontotOgi.o, no re[ulan en estrictos términos el acceso a la actividad de psicólogo'

Estos requisitos, que en su día se recogieron dentro del Real Decreto 48111999, de 18 de

marzo. por el que se aprueban lú Estatutos Generales del Colegio Oficial de

;;ffij;*;;;, ;d;;; en la actualidad en los Estatutos de los distintos Colegios

oficiales de Psicólogo, qu. t. han creado a taíz del Acuerdo de segregación del

óolegio Oficial ¿e psicofogos , de20 de noviembre del 20006'

Aunque en principio el Sistema de Identificación y Evaluación de la Normativa Afectada

i;é;tñA;i prl"itt" p"r" el análisis de la normativa sólo recabará infonnación relativa a

ia normativa colegial ie ios cont"¡os Generales y Colegios Nacionales (no, por tanto,.de

io, Cof"gio, Oficiales territoriaies), habrá que adaptar paralelamente la normativa

Cotegiut áe otros ámbitos territorialess'

*{r*

Sin perjuicio de todo ello y al hilo de esta cuestión de los requisitos de acceso a la

pr"f.tiO", no es ocioso recórdar ahora la cuestión de la colegiación obligatoria pues, a

diferencia de lo dispuesto en el vigente artículo 3.2 delalJey de colegios Profesionales,

que recoge expresamente la obligición de colegiación ("Es requisito indispensable para

it ejerácio'de las profesilnes colegiadás hallarse incorporado al Colegio

,orrárpordirnte,,), la núeuá ,"da"ción proyectada añade lo siguiente: 'ocuando así lo

establezca una ley estatal" (art. 5 del Próyecto de Ley Omnibus que modifica el artículo

Li a" ta t ey dá Colegios' Profesionales¡. S" pon", pues, el acento en que la nueva

redacción parece qu. 
"*"ig. 

que sea "una íey estatal" la que puede exigir el requisito de

la colegiación obligatoria.

¿podría plantearse con la nueva redacción que se proyecta que las leyes de creación.de

ios diferentes Colegios Profesionales territ-oriales -por tanto' leyes no estatales' sino

autonómicas- impusieran la colegiación obligatoria? ¿Y si lo hicieran unas y otras no?

nrtu. y otras muchas cuestionei se planteá con la nueva redacción. En todo caso,

i;liOSLl.'\.

5 En la actualidad el Colegio Oficial de Psicólogos está en proceso de liquidación'

6 Vid. artículo 3.2 de la Ley 211974, de 13 de febrero, sobre Colegios Profesionales ("Es requisito

indispensable para el e¡uríi"io de las profesiones colegiadas hallarse incorporado al Colegío
-r'iri[ipinairntL, 

Cuando urna profesión se órganíce por Colegios Territoria.les,. bastará la incorporación

a uno solo de ellos, q* t"ií ií art dom¡cit¡o prifesional-único o principal, para eiercer en tod.o el

territorio del Estado, ,¡n qur-piiio urigir* porioíColegios en cuyo ámbito terr.itoríal no radique dicho

domicílio habilitación alguni ni el plgo ie contrapreiaciones económicas distintas de aquéllas qtte

exijan habitualmente a sus colegiadás ior la prestaiión de los servicios de los que sean beneficiarios y

;;r-;;;; rrrrentrrn "rbierios'porii 
cuota'colegial. Lo anterior se entiende sin periuicio de que los

Estatutos Generales o, en su caso, los autonómicos puedan establecer la obligación de los profesionales

que ejerzan en un territorio iiirinr, al de colegiación de comunicar a los Colegios distintos a los de su

insciipción la actuación en su ámbito territorial")'

, Vid. pác. del Ministerio de Economia y Hacienda:

http ://serviciosrveb. meb'es/ar;ps/siena/identifi cacio¡'aspx

I vid. pág. I de la Propuesta de Trabajo para la adaptación de la normativa colegial a la Directiva de

servicios.
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recuérdese que la Ley de creación del colegio oficial de Psicólogos es' en la actualidad,

si se entiende que se *unii.n" en vigor, la-única que' teniendo carácter estatal' exige la

colegiación obligatoria (ar|' 2).

En la hipótesis de que no existiera una ley estatal que estableciera el requisito de la

*i"gi""iO" obligatória para los psicólogós, ¿cuál sería el pap.el de sus Colegios

profE.ionuf"r quJ tienen'encomendadas funciones al servicio del interés público' y en

tal función actúan potestades exorbitantes propias de la Administración pública tales

como la potestad iancionadora y todo su régimen deontológico? Como ya se ha

argumentado más extensamente en otros documentos y escritos, dificilmente podrá el

óir*gio profesional Jesplegar sus funciones de ordenación de la profesión

i.rpóiufrn.nte, las derivadL áe la deontología profesional) si existen profesionales que

no 6t¿n dentro de su ámbito subjetivo de aplicación y sobre los cuales, en suma, no es

posible ejercer tales potestades.

En todo caso, la Disposición transitoria cuarta del Proyecto de la Ley omnibus dispone:

,,En el plazo máximo de doce meses desde la entrada en vigor de esta ley, .el
Gobierno remitirá a las cortes un Proyecto de Ley que determine las

profesiones para cuyo ejercicio es obligatoria Ia colegiación'

Hasta la entrada 
"Á 

rigo, de la mencionada ley se mantendrán las obligaciones

de colegiación vigentes. "

3.3. Evaluación de los requisitos prohibidos y requisitos evaluables

De conformidad con las pautas establecidas por el Ministerio de Economía y Hacienda

(vid,, por ej., documentós sobre implicaciones de la Directiva de Servicios para las

irorárion.r"colegiadas), se propone el siguiente esquema a la hora de examinar si la

normativa colegiál se aíapta'a lá Oirectiva y contiene alguno de los requisitos prohibidos

(artículo 14 dela Directiva) o a evaluar (artículo 15 de la Directiva).

Siguiendo, pues, el referido esquema, se atiende a continuación a los siguientes

requisitos:

3.3. l. Requisitos Prohibidos

La normativa colegial no podrá contener en ningún caso las condiciones o requisitos

prohibidos recogidis en el artículo 14 de la Directiva de servicios' Entre otros, lo

siguientes:

.prohibicióndeestarestablecidoenvariosEstadosmiembros;
- requisitos de naturaleza económica;

- limitaciones para elegir entre un establecimiento principal o secundario y,

especialmente, la obñgación de que el prestador-tenga su establecimiento

principal en el territorio español, o limi_taciones 
para elegir entre

establecimiento en forma de sucursal o de filial;
- exigencia de colegiación durante un tiempo previo antes de ejercer;

-exigenciadeavalfinancierooSeguroconoperadoresespañoles,etc.

iltri)iL.lA
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A la vista de todo ello, puede afirmarse que la normativa colegial examinada no contiene

en este punto requisitos prohibidos, puesto que el ejercicio de la-actividad no se regula en

los Estatutos prouisionaies Jel CCCbp y mucho menos en el Código deontológico'

3.3.2. Requisitos evaluables

Igualmente, la normativa colegial no podrá exigir el cumplimiento de los siguientes

requisitos evaluables previstos en el artículo 15 de la Directiva a no ser que resulten

necesarios, proporrionui.r- j no discriminatorios. De los requisitos previstos en el

artículo 15.2, conviene analizar los siguientes:

,,Los Estados miembros examinarán si sus respectivos ordenamientos jurídicos

supeditan ,l o"""ro a una actividad de servicios o su eiercicio al cumplimiento

di los siguientes requisitos no discriminatorios:

a) tímites cuantitativos o territoriales y, concretamente, límites fijados en

función de la población o de una distancia geográfica mínima entre prestadores'

,g)tarifasobligatoriasmínimasy/omáximasqueelprestadordeberespetar'

(i) Por lo que se refiere al apartado a), la normativa colegial correspondiente a

otros ámbitos territoriaies (Colegios segregados), puede establecer límites cuantitativos

o territoriales. A título o, .i"nrpio, et uiti*to ló de los Estatutos del Colegio oficial de

rri*togos de Madrid se¡ala que "será requisito indispensable pqla el ejercicio de la

proyrrií, de psicólogo en cuaiquiera de sis modalidades, dentro del ámbito te*itorial

de la Comunidad de Mqdrid, la incorporación al Colegio Oficial de Psicólogos de

Madrid, cuando ,t pri",Jiigo irngo ,u iomicilio profesional, único o principal en dicho

ámbito territorial.". Esñ r"quitito no afectarí4 sin embargo, a los Estatutos

frouirionut", del cGCop y el código deontológico objeto de examen.

(ii) En lo atinente al apartado g), los Estatutos provisionales tan solo se refieren en

su artículo 2 a la posibilidaá de info-imar sobre el régimen de honorarios "de acuerdo

"o, 
ti que disponga lá iormot¡ra vigente",lo que, anuestr_o juiciq en nada contradice

io pr"uiJo en la"pirectiva. Por otra pafte, ei artículo 58 del Código deontológico

dispone:

,,El Colegio ofi'cial de Psicólogos podrá elaborar. orientaciones sobre

honorarios *fnf*o, po, acto profeslonal-de acuerdo con la naturaleza, duración

y otras característicás de cada acto de eiercicio de la Psicología."

A la vista de la Directiva de servicios parece que la redacción actual del código

o"ontotogi"o no tendría porque resultar cóntraria a la norma comunitaria' El código

á.ontoroli* recoge ru páriuiriauo de fijar "orientaciones" sobre honorarios (no tarifas

mínimas o máximas ,,otligatorias). Y; también, en un principio, la redacción de los

E;á*t;r y del Código áelntológico reiultaría consecuente con el vigente artículo 5 ñ)

áánrey'Ztlg¡4, d;13 de febñro, sobre Colegios Profesionales, que.permite anéstos

,,Establecer baremos de honorarios, que tendrdn carácter meramente orientativo'"''

e En este sentido, la Sentencia de 5 de diciembre de 2006 (asuntos acumulados C-94l04 -caso

C-ZóiiOqtdel Tiibunal ¿" ir.trc¡u de las Comunidades Europeas, resuelve sobre la frjación de

lil()--ih"l,\

Cipolla-y
un límite
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Ahora bien, este análisis no puede hacerse sin tener en cuenta el Proyecto de Ley

omniuus que suprime el refelido aparlado ñ) del artículo 5,. e incorpora un nuevo

urti"rr" (el^proyectado artículo 14 de la Ley de colegios Profesionales) donde se indica

;;. i;r boi"gíor profesionales y sus organizaciones no podrán establecer "baremos

áii¡entativos li cualquier otra irientaciin, recomendación, directiz, norma o regla

so,bre honorarios prifesionales. ". Desde luego que con esta redacción parece claro que

habría modificar el artículo 58 del Código deontológico, sin perjuicio de que-la

ilirp"ririO" derogatoria única del Proyecto de Ley Omnibuslu señala que "Quedan

áiir*idr, ,uonío, disposiciones de 
-rango 

legal o reglamentario o estatutos de

corf,oraciones profesioiates, se opongan a lo dispuesto en esta ley" '

En conexión con el referido requisito evaluable, habría que tener en cuenta también los

artículos 55, 56 y 59 del Código deontológico:

Artículo 55

,,El/la Psicólogo/a se abstendrá de aceptar condiciones de retribución

económica qui signtfiquen desvalorización de la profesión o competencia

desleal. "
llRo-_il-I'.;\

mínimo para los honorarios profesionales de los Abogados italianos' Según^se indica en la citada

Sentencia, la normativa estatal italiana asumía un baremo elaborado por un Consejo de Colegios. de

Álrg"d"J que frjaba un limiie minlmo obligatorio de honorarios. lJna vez examinada la documentación,

y ¿."rpre. i" uálorur. la propor"ionalidad áe la medida, el Tribunal de Justicia de las Comunidades

É"roóu, decidió validar la aámisibilidad -bajo ciertas condiciones'de una intervención en los precios de

los servicios prestados po. io, Abogados consistente en la frjación por el 
-Estado, 

a partir de una

normativa de ios Colegiós profesionales, de honorarios rnínimos vinculantes, desde la perspectiva tanto

J. iu.o*p.t.ncia (articulo! i0,8l y 8d del Tratadode la Comunidad Europea) como de la libertad de

pr.riu.ion o. servicios turtiruro'¿sl, ti bien encomendando a los Tribunales nacionales la verificación de

si tal normativa se ajustaba u to, óánon"t de idoneidad, proporcionalidad y.otros de carácter sustantivo

"*fti"ituOo. 
por el propio Tribunal de Justicia' El citado Tribunal de Justicia puso de manifiesto que

semejante aprobación .rtutui J" un baremo de honorarios mínimos es una medida en sí misma contraria a

la libertad de servicios, y áu. ri no se dieran ciertas circunstancias presentes en la concreta regulación

iialiana -co-o la intervenci-ón¡uAiciat en la liquidación de honorarios con posibilidad de separarse de los

fnlni-o, fijados por el baremo-, tal intervenóión resultaría contraria a la obligación del Estado de no

favorecer prácticas cotu.orias o posibles abusos de posición dominante' Es decir, el citado Tribunal se

mostraba contrario u lu "oúliguioriedad" de los báremos de honorarios, no así a su existencia' que

entendía beneficiosa y confoi-e con la normativa comunitaria, siempre que fuese orientativa y no

vinculante.
ió-Bl lu rn..oria justificativa se explica la rczón de la apelación a las norm¿s estatutarias en estos

términos: "La propuesta no deroga eiplícitamente ninguna norma en concret.o' No obstante' al reservar

Ias restricciones al ejercicio coi¡:rntá de dos o más ácüvídades profesionales y las limitaciones a las

comunicacione, "o*rrr¡oiii 
i ti qru disponga la Ley, cabe entender que quedan derogadas todas las

normas de inferío1or[i qr,, puedar' eslablecer restricciones o limítaciones de este tipo' Esto

Tunio^rrtohénte afecta-i li, noi*o, colegiales (Estatutos, reglamentos de Régimen Interior' Códigos

"iiiiroibgi"o, o de"Condu'cti y otras normll en las que se han establecido este tipo de restr¡cciones y

limitaciones, Esto tiene t" iúr¡i en la Diíposición'derogatoría del Anteproyecto, que se refiere a la

ierogación no sólo de to, norki, de rango ligal o reglamentario, sino también. de las normas estatutarias

de los Colegios qr, ,, opolgoi'-o lo iitiuttiá en él."En todo caso, no es posible aportar una relación de.

normos derogadas puesn qíi ,roiot d) eilas no estdn sometídcts a control alguno de la Adminis*ación'"
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Artículo 56

"Sin embargo, el/la Psícólogo/a puede excepcionalmente plesta.r servicios

sloiuiro, de'evaluación y de iltervin"!9" Lclientes 
que' no pudiendo pagarlos'

le hallan en manifiesta necesidad de ellos' "

Artículo 59

,,La percepción de retribución y honorarios no está supeditada al éxito del

tratam¡entá o a un determinado resultado de la actuación del Psicólogo"'

Los artículos 55 y 56 podrían resultar contrarios al contenido de la Directiva de servicios

en la medida en que limitan injustificada e indeterminadamente las "tarifas" de los

priJrogor. y en lo que se refiere al hecho de que "el psicólogo se abstendrá de aceptar

condiciones de retribución económica que s'ignifiqurr... competencia desleal"' ello

pu"á" Oul. lugar a las correspondientes acóiones de competencia desleal, reguladas ya en

iu |rv 3lp¡é1, de 10 de rn.ro, de Competencia Desleal, sin necesidad de que se

produzca un oocontrol" deontológico.

Por otra parte, habría que valorar la conveniencia de eliminar el artículo 59 del Código

áeontotOiico, que incluye una restricción de dudosa proporcionalidad.

Recapitulando, los artículos 55, 56, 58 y 59 contienen los denominados 
oorequisitos

evaluables,,, que, al menos, en muchos casos, no están justificados por "una razón

imperiosa de interés general" (art. 15.3 de la Directiva)'

3.4. Requisitos distintos a los de cualificación profesional para prestadores de

servicios en otro Estado miembro.

La normativa colegial examinada tampoco recoge requisitos distintos de los relativos a la

cualificación profJsional, para aquellós psicólogos de otro Estado miembro que ejerciten

su actividad di forma puniual o tlmporai, y sin establecerse en territorio español'

3.5. La comunicación comercial

De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 24 de la Directiva de semicios:

,, 1. Los Estados miembros suprimirán las prohibiciones totales de realizar

comunicaciones comerciales en el caso de las profesiones reguladas'

2,LosEstadosmiembrosharánlonecesarioparaquelascomunicaciones
comerciales de las profesiones reguladas se hagan cumpliendo las normas

profesionale, ,onfoi*á, al Dereiho comunitario que tienen por objeto,

concretamente, la independencia, dignidad e integridad de la profesión, as.í

como el secreto profesíonal, de manlra coherente con el carácter especffico de

cadaprofesión.Lasnormc$profesionalesenmateriadecomunicaciones

illii))i:'1,\
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comerciales serán no discriminatorias, estarán justificadas por una razón

imperiosa de interés general y serán proporcionadas'"

Si ponemos en conexión el citado precepto con los ar1ículos 50, 52 y 53 del código

deontológico, podemos observar algunas restricciones, limitaciones o condiciones con

respectol las ,ocomunicaciones coinerciales", contrarias al referido artículo 24 de la

Directiva de Servicios'

3.5.1. De acuerdo con lo dispuesto en el citado artículo 50 del código deontológico:

,,La publicidad de los servicios que ofrece el/la Psicólogo/a se hará de modo

nrrrito, especificando el título qie le acredita para el eiercicio profesional, y.su

condición de colegiado, y ,, ,u caso las áreas de trabajo o técnicas utilizadqs'

En ningún coso lará cánstar los honorarios, ni ninguns clase de garantías o

afirmaáiones sobre su valía profesional, competencia o éxitos. En todo caso

habrá una correcta identificación profesional del anunciante."'

Las limitaciones que se establecen en relación con la o'publicidad de los servicios" y' en

;;i";ú, la necáidad de que la publicidad de los servicios sea "escueta", en lugar de

implia y exhausfiva, y no ," permita dejar constancia de los honorarios profesionales,

g"tá"ti* o afirmaciones sobre la valía profesional, competencia o éxitos, constituyen

iestricciones que, a simple vistq no están justificadas por unarazón de interés general'

Lo más conveniente sería que el "cliente" reciba toda la información posible, respetando

iaindependencia, dignidad e integridad de la profesión, así como el secreto profesional,

en los términos previstos en la Ley' ' .

Se propone la siguiente redacción:

,,La publicidad de los servicios que ofrece el/la Psicólogo/a se hará dejando

constancia del título que acredita'pará el eiercicio profesional, su condición de

colegiado, y en su caio las áreas de trabaio o técnicas _utilizadas, 
sin perjuicio

de átas áfirmaciones que pueda realizar, siempre dentro del respeto a la
independeicia, dignidaá e integridad de la profesión, así como el secreto

projesional, aiustlndo su conducta en materia de comunicaciones a la Ley."

3.5.2. Por otra parte, conviene señalar respecto del artículo 52 del código deontológico

que prohíbe a los psicólogos ofrecer su nombre, prestigio o imagen con "fines

puUti.itu.iot de bienes de co-nsumo", lo que podría cuestionarse desde el punto de vista

á. lu ,,proporcionalidad" o "necesidad" en los términos de la Directiva de Servicios

soure ei inürés general. Siendo así, igualmente el artículo 53 perdería su razón de ser'

llDe acuerdo con lo dispuesto en el arlículo 5 del Proyecto de Ley-Omnibus y' en particular' en la

modificación que pretende introducir en el artículo 2.5. de la Ley de colegios Profesionales: "En todo
'"irl, 

l"t ,"quiriti, que obligue, a eiercer de forma exclusiva una profesión o que limiten el eiercicio

conjunto de dos o mds profísiones,ásí como ías re.s.tricciones a las comunicaciones comercíales en las

pr:i¡rrion", colegiadas,'seíón sólo los que se establezcan por ley. Los códigos de conducta que en su

'iiíi oprurtrn iós Colegios Profesionaies podrán contemplar prevísiones expresas dirigidas a exígir a
-w-piífrriono,t", 

,okgñdi, quá ,, 
"ordrita 

en materia áe comunicaciones comerciales sea aiustada a

lo dispuesto en la leY".

llIiiJS[1,^.
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En este sentido, téngase en cuenta que la restricción relativa a la publicidad engañosa sí

pu.á. r"ruttar propórcionada y beneficiosa para el interés general' De acuerdo con lo

previsto en la'Ley 3411988, de l1 de noviembre, General de Publicidad, entre los

Iupuestos de pubticiOad ilegal (artículos 3 y siguientes) se- encuentra la referida

pu'bti"iOud 
"ngáñoru, 

ademásle la desleal, subliminal o que infrinja lo dispuesto en la

normativa quá regule la publicidad de determinados productos, bienes' actividades o

servicios. Tomando como punto de partida la redacción de la Ley General de

publicidad, y siempre que no se decida éli1ninut el referido precepto (prescindible en la

medida en'que éxisté una Ley que regula el supuesto que contempla)' podría

incorporarse la siguiente redacción al artículo 52:

,,El/la Psicólogo/a no ofrecerá su nombre, su prestigio o su imagen, para

cualquier género de publicidad ilegal'"

En el ámbito sanitario, el artículo 5 del Real Decreto 190711996, de 2 de agosto, sobre

publicidad y promoción comercial de productos, actividades o servicios con pretendida

hnalidad sánitaria, en concordancia cón la Ley 1411986, con la Ley 2511990 y con la

Ley 251199412 prohíbe a todos los profesionales sanitarios y a sus asociaciones o

coiporaciones amparar ningún tipo dé promoción comercial o publicidad dirigida al

púbtico en que, con su nombre, profesión, especialidad, cargg o. empleo' respalden

utilidades pieventivas, terapéuticás, de rehabilitación o cualquier otra pretendida

finalidad sanitaria en los supuestos recogidos en sus artículos 2 ("remedios secretos") y

4 ("productos, materiales, sustancias, energías o métodos con pretendida finalidad

saniiaria ), así como amparar la referida promoción o publicidad mediante actividades

reales o sípuestas de diagnóstico, pronóstico o prescripción a través de la televisión, la

radio o cuálesquiera otroi medios de difusión o comunicación o por correspondencia'

Aún cuando se trata de una cuestión estrictamente relativa al ámbito sanitario (y, por

tanto, queda fuera del ámbito de aplicación de la Directiva de Servicios), convendría

tener en cuenta estas prohibicionei puesto que afectan a un importante número de

colegiados.

iilii )Si:'l,t:t.

3.6. El ejercicio conjunto de varias actividades de servicios por un mismo prestador

o por varios.

En principio, no Se observan restricciones al"eiercicio coniunto de-varias actividades de

servicios''',en los términos previstos el artículo 25 delaDirectiva de Servicios'

El artículo 21o del Código deontológico dispone que "El eiercicio de la psicología no

debe ser mezclado, ni en la práctica, ni en su presentación pública, con otros

procedimientos y prócticas aienás al fundamento cíentffico de la psicología". El citado

precepto, en conéxión 
"on 

Ll artículo 20' del Código deontológico, que señala que

íCuando una determinada evaluación o intervención psicológica envuelva estrechas

relaciones con otras áreas disciplinares y competencias profesionales, el/la Psicólogo/a

tratará de asegurar las coriespondientes conexiones, bien por sí mismo, bien

indicándoselo yárientando en ese sentido al cliente", parece conforme con el artículo 25

de la Directiva de Servicios. La restricción del artículo 2lo pretende evitar que los

t2 Ley 25ll994 de 12 dejulio, sobre ejercicio de las actividades de radiodifusión televisiva (artículos 9.1

y l0.l.b).
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psicólogos vayan más allá de sus funciones y conocimientos, sin perjuicio de que puedan

berivar-asuntós o establecer las oportunas oiconexiones", en los términos previstos en la

Directiva examinada.

El código deontológico establece mecanismos para evitar conflictos de interés e

incompaibilidades-^y garantizat la independencia e imparcialidad del psicólogo y el

secreto profesional''.

4. NORMATIVA EXAMINADA

Para la preparación de este informe se han examinado las siguientes normas:

- ORDEN F,C11246112006, de 24 de julio, por la que se dispone la publicación de

los Estatutos provisionales del Consejo General de Colegios Oficiales de

Psicólogos.

- Código deontológico del psicólogo, de27 de marzo de 1993'

- Directiva 2006ll23lcL del Parlamento Europeo y del consejo, de 12 de

diciembre de 2006, relativa a los servicios en el mercado interior.

- proyecto de Ley sobre el libre acceso a las actividades de servicios y su ejercicio,

que traspone al derecho nacional la referida Directiva'

- Proyecto de Ley de Modificación de diversas leyes para su adaptación a la Ley

sobie el libre acceso a las actividades de servicios y su ejercicio.

- Real Decreto 183712008, de 8 de noviembre, por el que se incorpora al

ordenamiento jurídico español la citada Directiva 20051361CF,, del Parlamento

Europeo y del 
"Consejo, 

dó 7 de septiembre de 2005, y la Directiva2006ll}}lCE'
del Óonjejo, de 20 de noviembre de 2006, relativas al reconocimiento de

cualificaciones profesionales, así como a determinados aspectos del ejercicio de

la profesión de abogado.

- Directiva 2005l36lc1,del Parlamento Europeo y del Consejo, de 7 de septiembre

de 2005, relativa al reconocimiento de cualificaciones profesionales.

- Real Decreto l277l20[3,de 10 de octubre' por el que se establecen las bases

generales sobre autorización de centros, servicios y establecimientos sanitarios.

- Real Decreto 481l1ggg, de 18 de marzo, por el que se aprueban los Estatutos

Generales del Colegio Oficial de Psicólogos.

- Acuerdo de segregación del Colegio Oficial de Psicólogos, de 20 de noviembre

del 2000.

13 En este sentido, los Títulos II y III del Código deontológico, que llevan por rubrica "de la competencia

profesional y aó ta relación con otros profesionales", y "de la intervención" del psicólogo'

respectivamente,

i)ti,oil"l,A.
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Ley 211974, de 13 de febrero, sobre Colegios Profesionales'

Ley 712005, de 13 de mayo, por la que se crea el consejo General de colegios

Oficiales de Psicólogos.

Ley 3ll99l, de 10 de enero, de Competencia Desleal.

Ley 3411988, de l l de noviembre, General de Publicidad.

Real Decreto lgOTllgg6,de 2 de agosto, sobre publicidad y promoción comercial

de productos, actividades o servicios con pretendida finalidad sanitaria.

Ley 4311979, de 3l de diciembre, sobre creación del colegio oficial de

Psicólogos.

Constitución Española.

Código Civil.

BI{0Sh"l.{.
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ASPECTOS DESTACADOS DEL INFORME DE LA COMIS N NACIONAL DE tA
COMPETENCIA SOBRE LA REGULACIóN DE LOS coLEGIos PRoFEsIoNALEs

TRAS LA TRANSPOSICIóN DE LA DIRECTIVA DE SERVICIOS

- Refuerzo, sujeción CP a LDC (no 32, pá9. 14).

-Cuota de inscripción y otros (not91, pág. S8).

- Cuotas periódicas (no193, pá9. S8).

- Forma societaria.

- Consumidores y usuarios.

- Corporaciones de Derecho público.

- Reservas de actividad / colegiación.

- colegiación restricción superior a reservas de actividad (no s7, pág. tg).

- Acceso a los Colegios no debe supeditarse a la posesión de títulos
formativos concretos sino a que el profesional cuente con la capacitación
técnica que se estime necesaria (no 57, pág. 2O).

- Profesiones sin colegiación obligatoria, estatus privilegiado.

- Comunidades Autónomas pueden asumir competencias en el desarrollo
de normativa básica al no existir reserva expresa respecto al artícuto t4g.g
de la Constitución Española (no 6O, pá9. 2t).

- Médicos y profesionales de ciencias, salud al servicio de las
Administraciones Públicas. Ley de Colegios Profesionales de Galicia,
Recurso Inconstitucionalidad 2010 (no 76, pág.26).

- Denominación profesional (no 139, pág 42) (¡o L4B, pág. 45) (not46,
pás. 4s).

- Colegiación voluntaria, profesional colegiado tiene clara ventaja y et no
colegiado puede quedar excluido.

- Restricciones de acceso y de ejercicio (no 133 y siguientes, pág. 4o v
siguientes).

- Acceso a colegiación; desventaja para los no colegiados (no L7L, pág.
s3).

- fncompatibilidad de ejercicio multidisciplinar.

-competencia desleal; interpretación que unos profesionales sean
juzgados por otros, sus rivales comerciales por cómo lleven a cabo su
actividad comercial (no 268, pág Z7).
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